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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.
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por medio de la cual se aprueba el «Acuerdo entre la República de Colombia 
y la Organización  

para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) sobre Privilegios, 
Inmunidades y Facilidades otorgados a la Organización», suscrito en Punta 

Mita, México, el 20 de junio de 2014.

El Congreso de la República
Visto el texto del «Acuerdo entre la República 

de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
otorgados a la Organización», suscrito en Punta 
Mita, México, el 20 de junio de 2014.

(Para ser transcrito: Se adjunta copia fiel 
y completa del texto original del acuerdo en 
idioma español, certificado por el Coordinador 
Encargado del Grupo Interno de Trabajo de 
Tratados del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
el cual consta de cinco (5) folios).

El presente Proyecto de ley consta de doce 
(12) folios
PROYECTO DE LEY NÚMERO 126 DE 2017
por medio de la cual se aprueba el «Acuerdo entre 
la República de Colombia y la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
(OCDE) sobre Privilegios, Inmunidades y 

Facilidades otorgados a la Organización», 
suscrito en Punta Mita, México, el 20 de junio 

de 2014.

El Congreso de la República

Visto el texto del «Acuerdo entre la 
República de Colombia y la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
(OCDE) sobre Privilegios, Inmunidades y 
Facilidades otorgados a la Organización», 
suscrito en Punta Mita, México, el 20 de junio 
de 2014.

(Para ser transcrito: Se adjunta copia fiel 
y completa del texto original del Acuerdo en 
idioma español, certificado por el Coordinador 
Encargado del Grupo Interno de Trabajo de 
Tratados del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
el cual consta de cinco (5) folios.)

El presente Proyecto de Ley consta de doce 
(12) folios.
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ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA 
DE COLOMBIA Y LA ORGANIZACIÓN 
PARA LA COOPERACIÓN Y 
DESARROLLO ECONÓMICOS (OCDE) 
SOBRE PRIVILEGIOS, INMUNIDADES 
Y FACILIDADES OTORGADOS A LA 
ORGANIZACIÓN LA REPÚBLICA DE 
COLOMBIA Y LA ORGANIZACIÓN PARA 
LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO 
ECONÓMICOS (REFERIDAS EN ADELANTE 
COMO “LAS PARTES”).

TENIENDO EN CUENTA la decisión 
del 29 de mayo de 2013 del Consejo de 
la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos para iniciar discusiones 
de adhesión con Colombia y la Hoja de Ruta para 
el acceso de Colombia a la Convención OCDE, 
adoptada por el Consejo el 19 de septiembre  
de 2013;

HAN ACORDADO lo siguiente:
Artículo 1

Para efectos de este Acuerdo:
(a)	 “archivos de la Organización” significa 

lodos los registros y correspondencia, 
documentos y demás material, inclui-
dos cintas y películas, grabaciones de 
voz, software de computador y material 
escrito, videocintas, discos y soportes 
multimedia, bien sea en forma conven-
cional o digital, o cualquier otro soporte 
para almacenar (cualquier información 
o material que pertenezca o que tenga la 
Organización o en su nombre;

(b)	 “cargos para efectos de pensión o segu-
ridad social” significa todos los cargos 
relacionados con cubrimiento pensio-
nal o de seguridad social, bien sea o no 
que tales cargos se refieran al empleo de 
agentes por parte de la Organización, e 
incluidos todos los cargos inherentes a 
pensiones o beneficios de retiro, bene-
ficios de desempleo, seguro de salud y 
beneficios familiares;

(c) 	“expertos” significa personas dis-
tintas de las que se mencionan en el 
parágrafo (h) de este artículo, que 
sean nombradas por la Organización 
para llevar a cabo las misiones de la  
Organización;

(d)	 “Gobierno” significa el Go-
bierno de la República de  
Colombia;

(e) 	“reunión convocada por la Organización” 
significa cualquier reunión de un ente de 
la Organización, y cualquier otra reu-

nión, conferencia o seminario convocado 
por la Organización, incluidas reuniones 
organizadas conjuntamente con otras en-
tidades;

(f) 	 “Miembros” significa países que sean 
Miembros de la Organización u otras 
entidades que participen en el trabajo de 
la Organización en cumplimiento con 
el artículo 13 de la Convención sobre la 
Organización para la Cooperación y De-
sarrollo Económico (referida en adelante 
como “la Convención OCDE”);

(g)	 “participantes no-Miembros” significa 
países economías u organizaciones inter-
nacionales que no sean Miembros de la 
Organización y que hayan recibido una 
invitación de la Organización para par-
ticipar en una reunión convocada por la 
Organización;

(h)	 “agentes” significa las categorías de 
personal a las que se aplican las dispo-
siciones de este Acuerdo, según especi-
ficación por el Secretario General de la 
Organización;

(i)	 “Organización” significa la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Econó-
micos y todas las entidades o agencias 
que operan bajo su contexto;

(j) 	 “instalaciones de la Organización” signi-
fica edificios o partes de los mismos (in-
cluidos sus terrenos adyacentes), utiliza-
dos en forma permanente o temporal para 
efectos oficiales de la Organización;

(k) 	“bienes de la Organización” significa to-
dos los bienes, incluidos ingresos, fondos 
y activos que pertenezcan a la Organiza-
ción, se hallen en su posesión o adminis-
trados por la Organización o en su nom-
bre;

(l) 	 “representantes” significa todos los dele-
gados, suplentes, asesores, expertos téc-
nicos y secretarios de delegaciones de los 
Miembros o participantes no Miembros.

Artículo 2
El propósito del presente Acuerdo es 

establecer un marco general de privilegios e 
inmunidades para la Organización, según sean 
necesarios para el cumplimiento de su misión, 
en particular con respecto a: (a) la cooperación 
entre la Organización y la República de 
Colombia, incluida visitas de agentes y expertos, 
(b) la Organización de conferencias o reuniones 
en la República de Colombia y cualquier otro 
acuerdo futuro que se pueda celebrar entre la 
Organización y la República de Colombia para 
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tal efecto; y (c) cualquier futuro establecimiento 
de una oficina de la Organización en la República 
de Colombia.

Artículo 3
La Organización posee personería jurídica. 

Tiene la capacidad, inter alia, de celebrar 
contratos, adquirir y enajenar bienes muebles e 
inmuebles e iniciar procesos legales.

Artículo 4
La Organización tendrá los privilegios, 

exenciones e inmunidades que se establecen en 
este Acuerdo y según acordado por las Partes, 
cualquier privilegio, exención e inmunidad 
más favorable que el Gobierno posteriormente 
acuerde otorgar a cualquier otra organización 
internacional.

Artículo 5
La Organización y sus bienes, dondequiera 

que estén situados y quien quiera que los posea, 
gozarán de inmunidad contra toda forma de 
proceso jurídico, salvo en la medida que se 
renuncie expresamente a inmunidad en un caso 
en particular. Se entiende, sin embargo, que para 
cualquier medida de ejecución se requerirá una 
renuncia separada.

Artículo 6
Los bienes de la Organización, donde quiera 

que estén situados y quien quiera que los tenga, 
estarán inmunes de allanamiento, requisición, 
confiscación, expropiación o cualquier otra 
forma de interferencia, bien sea por acción 
ejecutiva, administrativa, judicial o legislativa.

Artículo 7
1.	 Las instalaciones de la Organización, in-

cluidas las instalaciones que la Organi-
zación utilice durante el tiempo de una 
reunión convocada por la Organización 
serán inviolables y estarán bajo su exclu-
sivo control y autoridad.

2.	 El Gobierno tomará las medidas apro-
piadas para garantizar la seguridad de las 
instalaciones de la Organización: en par-
ticular, impedirá que cualquier persona, 
o grupos de personas penetren sin autori-
zación a las instalaciones o causen desor-
den en los sitios inmediatos a las mismas.

Artículo 8
Los archivos de la Organización, y más 

generalmente, todos los documentos que 
pertenezcan a ella o que ella mantenga serán 
inviolables donde quiera que se encuentren.

Artículo 9
Sin que sea limitada por controles financieros, 

normas o moratoria de cualquier clase:

(a)	  la Organización podrá mantener mone-
da de cualquier clase y operar cuentas en 
cualquier moneda;

(b)	  la Organización podrá transferir libre-
mente sus fondos dentro, entre y fuera del 
territorio de la República de Colombia y 
convertir cualquier moneda que tenga en 
otra moneda bajo las mismas condiciones 
que cualquier otra organización interna-
cional o gobierno extranjero.

Artículo 10
La Organización y sus bienes estarán exentos 

de:
(a)	 cualquier forma de tributación directa, 

incluidos cargos para efectos de pen-
sión o seguridad social: sin embargo, la  
Organización no reclamará exención de 
tarifas e impuestos que constituyan no 
más que el pago por servicios públicos;

(b) 	aranceles, prohibiciones y restricciones 
con respecto a artículos importados y 
exportados por la Organización para su 
funcionamiento o en desarrollo de sus 
actividades, en el entendido que dichos 
artículos importados no serán vendidos 
en la República de Colombia, salvo de 
acuerdo con condiciones acordadas con 
la República de Colombia;

(c)	 aranceles, prohibiciones y restricciones 
con respecto a la importación y expor-
tación de publicaciones u otro material 
que la Organización produzca, así como 
impuestos con respecto a la venta o difu-
sión gratuita de sus publicaciones u otros 
artículos producidos o servicios que ella 
preste;

(d) 	cualquier forma de tribulación indirec-
ta, incluidos impuestos que formen parte 
del precio a ser pagado, sobre bienes y 
servicios adquiridos por la Organización 
para su funcionamiento, o en el desarro-
llo de sus actividades. Si la Organización 
paga impuestos indirectos, estos serán re-
embolsados de acuerdo con los procedi-
mientos aplicables a otras organizaciones 
internacionales y gobiernos extranjeros.

Artículo 11
1.	  Para sus comunicaciones oficiales, la 

Organización gozará del tratamiento no 
menos favorable que el que la República 
de Colombia concede a cualquier orga-
nización internacional o gobierno extran-
jero, incluida su misión diplomática, en 
materia de prioridades, tarifas e impues-
tos sobre correos, cables, telegramas, 
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radiogramas, telefotos, telefaxes, teléfo-
no, comunicaciones electrónicas y otras 
comunicaciones y tarifas de prensa para 
información a la prensa y radio. No se 
aplicará ninguna censura a la correspon-
dencia oficial ni a otras comunicaciones 
oficiales de la Organización.

2.	 Para sus comunicaciones, la Organiza-
ción gozará el derecho de utilizar códigos 
y enviar y recibir correspondencia y otros 
documentos por correo privado.

Artículo 12
Los servicios públicos esenciales serán 

puestos a disposición de la Organización sobre 
la misma base y condiciones que aplican a 
las misiones diplomáticas en la República de 
Colombia.

Artículo 13
1.	 Los representantes de los Miembros y 

participantes no Miembros, cuyos nom-
bres serán comunicados por la Organi-
zación, mientras ejerzan sus funciones y 
durante el viaje hacia y desde el lugar de 
la reunión, gozarán de los siguientes pri-
vilegios e inmunidades:

(a)	  inmunidad de arresto o detención y de 
decomiso de su equipaje personal, y con 
respecto a palabras habladas o escritas y 
a todos los actos que realicen en su ca-
pacidad de representantes, inmunidad de 
proceso legal de cualquier clase;

(b)	  inviolabilidad para todos los documen-
tos;

(c) derecho a utilizar códigos y recibir docu-
mentos y correspondencia por correo pri-
vado o valijas selladas;

(d)	  exención con respecto a ellos y sus cón-
yuges o compañeros contra restricciones 
de inmigración, registro de extranjeros 
u obligaciones de servicio nacional en 
el listado que visitan o a través del cual 
transiten en el ejercicio de sus funciones;

(e)	  las mismas facilidades con respecto a 
restricciones de moneda o cambio que se 
conceden a representantes de gobiernos 
extranjeros en misiones oficiales tempo-
rales;

(f)	  las mismas inmunidades y facilidades 
con respecto a su equipaje personal que 
se conceden a enviados diplomáticos, y 
también;

(g)	 los demás privilegios, inmunidades y fa-
cilidades, que no resulten inconsistentes 
con lo anterior, de que gozan los envia-

dos diplomáticos, salvo que no tendrán 
derecho a reclamar exención de arance-
les sobre artículos importados (que no 
sea como parte de su equipaje personal), 
o de derechos de consumo o impuestos 
de ventas.

2.	 Con el fin de garantizar completa liber-
tad de expresión e independencia en el 
cumplimiento de las funciones de los 
representantes de los Miembros o parti-
cipantes no Miembros, la inmunidad de 
proceso legal con respecto a palabras ha-
bladas o escritas y todos los actos que ha-
gan en el cumplimiento de sus funciones 
seguirán siendo concedidas, no obstante 
que las personas del caso ya no sean los 
representantes de los Miembros o partici-
pantes no Miembros.

3.	 Los privilegios e inmunidades son conce-
didos a los representantes de los Miem-
bros y participantes no Miembros con 
el fin de salvaguardar sus funciones en 
relación con la Organización y no para 
su provecho personal. Por lo tanto, un 
Miembro o participante no Miembro 
tiene no solo el derecho sino también el 
deber de renunciar a la inmunidad de su 
representante en cualquier caso en que, 
a juicio del Miembro o participante no 
Miembro, la inmunidad pueda impedir el 
curso de la justicia, y puede renunciarse 
sin perjuicio del propósito para el cual se 
concede la inmunidad.

Artículo 14
1.	 Los agentes de la Organización:
(a)	 estarán inmunes de arresto o detención 

por actos realizados en su capacidad ofi-
cial y contra confiscación de su equipaje 
y otras pertenencias;

(b)	 estarán inmunes de proceso legal por pa-
labras habladas o escritas y actos realiza-
dos en su capacidad oficial, o en el con-
texto de su empleo con la Organización; 
los agentes continuarán teniendo inmuni-
dad después de que terminen sus funcio-
nes como agentes de la Organización;

(c) 	estarán exentos de toda forma de tributa-
ción directa, incluidos cargos para efec-
tos de pensión o seguridad social, sobre 
salarios, emolumentos, indemnizaciones, 
pensiones u otro elemento de remunera-
ción que les sean pagados por la Organi-
zación;

(d) estarán exentos, junto con sus cónyuges, 
compañeros y familiares dependientes, 
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según sean reconocidos por la Organi-
zación, de restricciones de inmigración 
y registro de extranjeros;

(e) 	estarán exentos del servicio militar;
(f) 	 gozarán, junto con sus cónyuges, com-

pañeros y familiares dependientes, según 
sean reconocidos por la Organización, de 
los mismos beneficios con respecto a re-
patriación en casos de crisis internacio-
nales como miembros de misiones diplo-
máticas;

(g)	 tendrán el derecho de importar libre de 
aranceles sus muebles y efectos cuando 
asuman sus funciones por primera vez en 
la República de Colombia;

(h)	 tendrán el mismo derecho de importar li-
bre de aranceles, vehículos automotores 
que la República de Colombia concede a 
los agentes diplomáticos de rango com-
parable;

(i)	 se les concederán los mismos privilegios 
con respecto a facilidades de moneda y 
cambio que le son concedidas a los agen-
tes diplomáticos de rango comparable;

(j) 	 estarán exentos de cualquier obligación 
para depositar garantía pagadera con 
respecto a artículos admitidos temporal-
mente a la República de Colombia;

(k) gozarán del derecho, para actos realizados 
en su capacidad oficial, de utilizar códi-
gos y enviar y recibir correspondencia y 
otros documentos por correo privado.

2.	 Las exenciones de derechos de importa-
ción que se indican en los subparágrafos 
(g) y (h) anteriores no serán aplicables a 
nacionales colombianos.

Artículo 15
Además de los privilegios, inmunidades y 

facilidades que se mencionan en el artículo 14:
(a)	 el Secretario General de la Organización 

gozará de los privilegios, inmunidades 
y facilidades concedidas a los jefes de 
misiones diplomáticas: su cónyuge o 
compañero(a) e hijos dependientes, se-
gún sean reconocidos por la Organiza-
ción, gozarán de los privilegios, inmu-
nidades y facilidades concedidos a los 
miembros de la familia que formen parte 
del hogar de los jefes de misiones diplo-
máticas;

 (b)	los Secretarios Generales Adjuntos y 
Asistentes gozarán de los privilegios, 
inmunidades y facilidades concedidos a 
los agentes diplomáticos de rango com-

parable: sus cónyuges o compañeros e 
hijos dependientes, según sean reconoci-
dos por la Organización, gozarán de los 
privilegios, inmunidades y facilidades 
concedidos a los miembros de la familia 
que formen parte del hogar de los agentes 
diplomáticos de rango comparable.

Artículo 16
1.	 Los expertos que realicen misiones para 

la Organización o que sean invitados a 
participar en una reunión convocada por 
la Organización, gozarán, en el territorio 
de la República de Colombia, de los pri-
vilegios, inmunidades y facilidades que 
sean necesarios para el ejercicio indepen-
diente de sus funciones durante el perio-
do de sus misiones, incluido el tiempo 
que gasten en viajes relacionados con sus 
misiones.

2.	 En particular, a las personas referidas en 
el párrafo 1 de este artículo se les conce-
derá:

(a)	 inmunidad de arresto o detención y de 
decomiso de su equipaje y demás perte-
nencias;

(b)	 inmunidad de proceso legal con respecto 
a palabras habladas o escritas, y a todos 
los actos que se hagan en el desempeño 
de su misión: dicha inmunidad continua-
rá luego de la terminación de su misión;

(c)	 inviolabilidad de todos los documentos;
(d) para efectos de comunicarse con la Orga-

nización, el derecho de utilizar códigos 
y de enviar y recibir correspondencia y 
demás documentos por correo privado;

(e)	 los mismos privilegios con respecto a fa-
cilidades de moneda y cambio que son 
concedidos a un representante de un go-
bierno extranjero en misión oficial tem-
poral;

(f) 	 exención de cualquier obligación para 
depositar garantía pagadera con respecto 
a artículos admitidos temporalmente en 
la República de Colombia.

Artículo 17
La República de Colombia tomará todas las 

medidas pertinentes para facilitar la entrada, 
permanencia y salida del territorio de la 
República de Colombia, y para garantizar la 
libertad de movimiento dentro del territorio a los 
representantes de los Miembros y participantes 
no Miembros, agentes y expertos de la 
Organización y cualquier otra persona invitada 
por la misma para efectos oficiales.
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Artículo 18
Los privilegios, inmunidades y facilidades 

son concedidos a agentes y expertos en interés 
de la Organización y no para provecho personal 
de los individuos en sí. El Secretario General de 
la Organización tendrá el derecho y el deber de 
renunciar a la inmunidad de cualquier funcionario 
o experto, donde, a su juicio exclusivo, la 
inmunidad de este funcionario o experto pueda 
impedir el curso de la justicia y pueda efectuarse 
la renuncia sin perjuicio de los intereses de la 
Organización, en el caso del Secretario General 
y de los Secretarios Generales Adjuntos y 
Asistentes de la Organización, el Consejo de 
la Organización tendrá derecho a renunciar a 
inmunidad.

Artículo 19
La Organización cooperará en todo momento 

con la República de Colombia para facilitar la 
debida administración de justicia e impedir que 
no se presente ningún abuso con respecto a los 
privilegios, inmunidades y facilidades que se 
mencionan en este Acuerdo.

Artículo 20
Con el fin de que la Organización pueda 

cumplir de manera plena y eficiente con sus 
responsabilidades y atender sus tareas, el 
Gobierno hará todo lo que esté a su alcance 
para prestar asistencia a la Organización en la 
resolución de cualquier dificultad que esta pueda 
encontrar con la adquisición de bienes, servicios 
y facilidades en el territorio de la República de 
Colombia y para garantizar un efectivo respeto 
por los privilegios, inmunidades y facilidades 
que le sean concedidos.

Artículo 21
Este Acuerdo será interpretado y aplicado 

teniendo en cuenta su objeto primordial, el cual es 
permitir a la Organización que cumpla de manera 
plena y eficiente con sus responsabilidades y 
atienda sus tareas.

Artículo 22
1.	 Las Partes tratarán de resolver cualquier 

controversia en cuanto a la interpretación 
o aplicación de este Acuerdo mediante 
negociaciones o por cualquier otro méto-
do acordado mutuamente.

2.	 Si la controversia no fuera resuelta según 
el párrafo 1 anterior dentro de un periodo 
de sesenta días a partir de la fecha de la 
solicitud de cualquiera de las Partes para 
resolverla, dicha controversia será some-
tida a arbitraje a solicitud de cualquiera 
de las Partes.

3.	 El tribunal arbitral estará compuesto por 
tres árbitros. Cada una de las Partes es-
cogerá a un árbitro y el tercero, quien 
será el presidente del tribunal, será es-
cogido conjuntamente por las Partes. Si 
el tribunal no quedara constituido dentro 
de tres meses a partir de la fecha de soli-
citud de arbitraje, el nombramiento del/
los árbitro(s) que aún no haya(n) sido 
designado(s) lo hará el Secretario Gene-
ral de la Corte Permanente de Arbitraje a 
solicitud de cualquiera de las Partes.

4.	 El tribunal aplicará las disposiciones del 
presente Acuerdo, así como los princi-
pios y las normas del derecho internacio-
nal y su laudo será definitivo y vinculante 
para ambas Partes.

Artículo 23
1.	 Este Acuerdo entrará en vigor en la fecha 

en que la República de Colombia informe 
a la Organización sobre el cumplimiento 
de los requisitos internos para su entrada 
en vigor.

2.	 Sujeto a la entrada en vigor de la Con-
vención OCDE para la República de Co-
lombia, el presente Acuerdo podrá ser 
terminado por consentimiento mutuo o 
por medio de notificación escrita de ter-
minación de cualquiera de las Partes en 
caso de que la República de Colombia 
deje de ser parte de la Convención. Dicha 
notificación escrita de terminación surti-
rá efectos no antes de un año siguiente 
a la fecha en que la otra Parte reciba la 
notificación.

Dado en Punta Mita, México, el de junio 2014, 
en duplicado, en inglés, francés y español, cada 
texto siendo auténtico. En caso de discrepancia 
entre los textos, prevalecerá el texto en inglés.

Por la República de Colombia,
JUAN MANUEL SANTOS,

Presidente de la República de Colombia.
Por la Organización para la Cooperación y 

Desarrollo Económicos
ÁNGEL GURRÍA,

Secretario General.
El Suscrito Coordinador encargado del Grupo 

Interno de Trabajo de Tratados de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio 
de Relaciones Exteriores

CERTIFICA:
Que la reproducción del texto que antecede 

es copia fiel y completa del texto original del 
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“Acuerdo entre la República de Colombia y la 
Organización para la Cooperación y Desarrollo 
Económicos (OCDE) sobre Privilegios, 
Inmunidades y Facilidades otorgados a la 
Organización”, suscrito en Punta Mita, México, 
el 20 de junio de 2014, documento que reposa 
en los archivos del Grupo Interno de Trabajo de 
Tratados de la Dirección de Asuntos Jurídicos 
Internacionales de este Ministerio y que consta 
en cinco (5) folios.

Dada en Bogotá, D. C., a los cinco (5) días del 
mes de septiembre de dos mil diecisiete (2017).

SERGIO ANDRÉS DÍAZ RODRÍGUEZ,
Coordinador del Grupo Interno de Trabajo 

de Tratados (E)
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DEL 

PROYECTO DE LEY
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre 
la República de Colombia y la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
(OCDE) sobre Privilegios, Inmunidades y 
Facilidades otorgados a la Organización”, 
suscrito en Punta Mita, México, el 20 de junio 

de 2014.
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno nacional y en 

cumplimiento de los artículos 150 numeral 16, 
189 numeral 2 y 224 de la Constitución Política 
de Colombia, presento a consideración del 
Honorable Congreso de la República el Proyecto 
de ley, “por medio de la cual se aprueba el 
«Acuerdo entre la República de Colombia y la 
Organización para la Cooperación y Desarrollo 
Económicos (OCDE) sobre Privilegios, 
Inmunidades y Facilidades otorgados a la 
Organización», suscrito en Punta Mita, México, 
el 20 de junio de 2014”.

I. LA ORGANIZACIÓN PARA LA 
COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO 

ECONÓMICOS (OCDE)
La Organización para la Cooperación y 

el Desarrollo Económicos (OCDE), es una 
organización intergubernamental, creada 
mediante la “Convención de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE)”, suscrita el 14 de diciembre de 1960, 
en París, Francia, y la cual entró en vigor el 30 
de septiembre de 1961.

Reconociendo la interdependencia de las 
economías y con miras a utilizar al máximo las 
capacidades de los Estados para promover el 
crecimiento sostenible y aumentar el bienestar 
económico y social de los pueblos, esta 

Organización tiene como principales objetivos 
promover políticas destinadas a1:

a)	 Realizar la más fuerte expansión de la 
economía y del empleo y de un aumento 
del nivel de vida en los países miembros, 
manteniendo la estabilidad financiera;

b)	 Contribuir a una sana expansión econó-
mica en los Estados miembros y en los no 
miembros en vías de desarrollo económi-
co y;

c)	 Contribuir a la expansión del comercio 
mundial sobre una base multilateral y no 
discriminatoria, conforme a las obliga-
ciones internacionales.

Así, es dable señalar que la misión de la 
OCDE consiste en promover políticas que 
fomentan el bienestar económico y social, el 
aumento de empleos y la calidad de vida de los 
pueblos alrededor del mundo. Actualmente 34 
Estados2 son miembros de esta Organización, 
los cuales forman una comunidad de naciones 
comprometida con los valores que giran en 
torno a la democracia basada en el estado de 
derecho, los derechos humanos y una economía 
de mercado abierta y transparente.3

En este orden de ideas, esta Organización se 
ha convertido en un foro en el que los Gobiernos 
trabajan juntos, Intercambiando experiencias, 
buscando soluciones a problemas comunes 
e identificando las mejores prácticas para 
promover políticas a partir de las cuales se pueda 
brindar una mejor vida a los pueblos.4

Así las cosas, es una Organización que; 
trabaja con los Estados para entender las causas 
de los cambios climáticos, económicos, sociales 
y ambientales; mide la productividad y los 
flujos globales del comercio y la Inversión; 
analiza y compara datos para pronosticar 
futuras tendencias y; establece estándares 
internacionales en diferentes materias, con miras 
a promover políticas que Impulsen el desarrollo 
sostenible a nivel mundial.5

En este sentido, es una institución 
comprometida con el establecimiento de una 
1	 “Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económico (OCDE), Preámbulo y artículo 1°.
2	 Australia, Austria, Bélgica, Canadá. Chile, República Checa, 

Dinamarca, Estonia, Finlandia, Francia, Alemania, Grecia, Hungría, 
Islandia, Irlanda, Israel, Italia, Japón, Corea del Sur, Luxemburgo, 
México, Países Bajos, Nueva Zelanda, Noruega, Polonia, Portugal. 
Eslovaquia, Eslovenia, España, Suecia, Suiza, Turquía, Reino Unido y 
Estados Unidos.

3	 Organization for the Economic Cooperation and Development. OECD 
50TH Better Policies for Better Uves. OECD 50th Anniversary Vision 
Statement.

4	 Organization for de Economic Cooperation and Development, 
Secretary- General’s Report to Ministers 2014. En: http://www.oecd.
org/about/secretary-general/SG-Annual-Report-to-Ministers-2014.pdf

5	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico OCDE, 
en http://www.oecd.org/about/
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economía de mercado basada en Instituciones 
democráticas, y centrada en el bienestar de los 
ciudadanos.

Por más de 50 años la OCDE ha impulsado 
estándares globales, acuerdos y recomendaciones 
en áreas tales como: la gobernanza y la 
lucha contra el soborno y la corrupción, la 
responsabilidad corporativa, el desarrollo, la 
inversión internacional, los impuestos y el 
medio ambiente, entre otros. En este orden de 
ideas, la cooperación, el diálogo, el consenso 
y la revisión son herramientas que hacen que 
la OCDE continúe impulsando políticas, con 
miras a una economía y sociedad más fuerte, 
transparente y justa.

Para cumplir con sus objetivos, actualmente 
esta Organización está enfocada en ayudar a los 
gobiernos de los Estados Miembros y demás, en 
cuatro áreas:

1.	  La necesidad de los Gobiernos de res-
taurar la confianza en los mercados y las 
instituciones y compañías que los hacen 
funcionar. Esto requerirá reforzar la re-
gulación y un gobierno más efectivo en 
todos los niveles de la vida política y eco-
nómica.

2.	  La obligación de los Gobiernos de resta-
blecer las finanzas públicas sanas como 
base de un crecimiento económico soste-
nible.

3.	  La revisión de medios para promover 
y apoyar nuevos recursos para el creci-
miento a través de la innovación, estrate-
gias amigables con el medio ambiente y 
desarrollo de economías emergentes.

4.	  Con miras a fortalecer la Innovación y el 
crecimiento, la OCDE necesita asegurar 
que las personas de todas las edades pue-
dan desarrollar habilidades para trabajar 
productiva y satisfactoriamente en los 
trabajos del mañana.

En resumen, la OCDE es una organización 
determinada a continuar ayudando a los 
países en desarrollo a establecer políticas 
para promover el desarrollo económico, el 
bienestar de los mercados laborales, impulsar la 
inversión y el comercio, fomentar el desarrollo 
sostenible, incrementar los niveles de vida y el 
funcionamiento de los mercados.6

II. PROCESO DE ADHESIÓN DE 
LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 
A LA ORGANIZACIÓN PARA LA 

6	 Organization for the Economic Cooperation and Development. OECD 
50™ Better Policies for Better Lives. OECD 50,h Anniversary Vision 
Statement

COOPERACIÓN Y DESARROLLO 
ECONÓMICOS

Con miras a fortalecer su compromiso con 
economías emergentes, cuyo peso internacional 
continúa en constante crecimiento y desarrollar 
nuevas formas de asociación y colaboración para 
impulsar el bienestar de todos los ciudadanos7, 
el 29 de mayo de 2013 el Consejo de la OCDE 
adoptó la decisión de Iniciar discusiones sobre 
la adhesión de la República de Colombia a la 
Organización. A su vez, la decisión de iniciar 
el proceso de adhesión a esta Institución por 
parte del Gobierno de Colombia, obedece al 
reconocimiento de que la OCDE es considerada 
como un “club de buenas prácticas” y un 
promotor y facilitador de reformas estructurales.

Al respecto, en el Plan Nacional de Desarrollo 
2010-2014 se estableció el ingreso a esta 
Organización como una estrategia fundamental 
para el posicionamiento de Colombia a nivel 
mundial, por medio de la cual se le permitirá al 
país beneficiarse de los trabajos y experiencias 
en formulación de política pública de las 
economías líderes del mundo. Así las cosas, la 
vinculación del Estado colombiano a la OCDE 
beneficiaría al país en la implementación de 
mejores prácticas y reformas en la estructura del 
Estado, con miras a obtener mayor eficiencia en 
el cumplimiento de sus objetivos, en materia de 
reducción de pobreza, aumento de seguridad y 
prosperidad económica y social a largo plazo, 
entre otros.8

En este orden de ideas, el objetivo de ser 
miembros de la OCDE es aprender y compartir las 
buenas prácticas diseñadas por la Organización, 
las cuales han permitido impulsar reformas 
y cambios estructurales en todos los Estados 
miembros y desde ya en el Estado colombiano.

Así mismo, ser miembro la OCDE le permitirá 
al país:

• 	 Tener un sello de garantía, pues los 
países que hacen parte de la OCDE son 
reconocidos por tener políticas serias, 
responsables, transparentes y justas. En 
este sentido, pertenecer a la OCDE es 
indicativo de un país que tiene serias In-
tenciones de hacer las cosas bien, de me-
jorar continuamente sus Instituciones, de 
Invertir bien sus recursos y de cumplir 
estándares exigentes. Este sello de garan-
tía es muy valioso para los Inversionistas 
extranjeros, los socios comerciales y la 
comunidad internacional en general.

7	 Organization for the Economic Cooperation and Development. The 
OECD’s Global Relations. Meeting of the OECC Council at Ministerial 
Leva. París. 29-30 May 2013.

8	 Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014.



Gaceta del Congreso  835	 Lunes, 9 de septiembre de 2019	 Página 9

• 	 Imponer y exigir los más altos estánda-
res sociales y ambientales a los inversio-
nistas nacionales y extranjeros. La pre-
sencia de estándares comunes también 
busca facilitar los flujos de comercio e 
Inversión.

• 	 Evaluarse continuamente y comparar-
se con los mejores.

• 	 Compartir nuestras experiencias exi-
tosas en los diferentes foros de la Orga-
nización. Con esto se logra que Colombia 
sea reconocida internacionalmente por 
temas en los cuales se ha destacado y ha 
superado retos importantes. Por ejemplo, 
la política fiscal, el manejo de los ingre-
sos de recursos naturales, la lucha contra 
la pobreza, las políticas de penetración de 
las tecnologías de información y comuni-
caciones.

• 	 Incidir en la agenda global y en las de-
cisiones que se tomen en todos aquellos 
espacios en los que se exige una respues-
ta cooperativa y coordinada por parte de 
un número plural de países (por ejemplo, 
la OCDE es muy activa en la lucha contra 
los paraísos fiscales, en la coordinación 
de políticas comerciales y financieras, o 
en la coordinación de políticas ambienta-
les). 

• 	 Tener acceso a una valiosa fuente de da-
tos estadísticos, económicos y sociales 
comparables a nivel internacional, per-
mitiendo un mejor análisis para el diseño 
y evaluación de nuestras políticas públi-
cas. Esto obliga al Estado a mejorar la ca-
lidad y transparencia de sus estadísticas, 
lo cual es central para la evaluación de 
las políticas y la presentación de los re-
sultados.

• 	 Acceder a un centro de pensamiento 
privilegiado con expertos de primer ni-
vel, disponibles para discutir y revisar 
temas de política pública, y con quienes 
se puede contratar, si es necesario, una 
asesoría especializada, que parte de un 
conocimiento amplio sobre el país y de 
una amplia gama de experiencias inter-
nacionales. Esta asesoría, por lo demás, 
tiene la ventaja de no estar atada a ningu-
na operación de crédito o de comercio.

• 	 Participación de funcionarios y téc-
nicos colombianos en los distintos co-
mités, lo que ofrece la oportunidad de 
aprender de las experiencias de otros paí-
ses, conectarse con sus pares, al tiempo 
que los obliga a una autoevaluación per-

manente de sus instituciones y sus políti-
cas.

En este orden de ideas, el acceso de Colombia 
a la OCDE muestra el compromiso del país de 
convertirse en un país responsable, en el que, a 
partir de reformas estructurales motivadas por 
las buenas prácticas y experiencias de los demás 
estados miembros, pueda lograr un crecimiento 
no solo económico sino también de desarrollo 
humano.
III.  ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE 
COLOMBIA Y LA ORGANIZACIÓN PARA 
LA COOPERACIÓN Y DESARROLLO 
ECONÓMICOS SOBRE PRIVILEGIOS, 
INMUNIDADES Y FACILIDADES 

OTORGADOS A LA ORGANIZACIÓN
El ingreso a la OCDE es uno de los objetivos 

de la política exterior del Gobierno colombiano, 
por lo cual el Estado se propuso tomar todas 
las medidas necesarias para poder ajustar sus 
políticas públicas y legislación a los parámetros 
de esta Organización.

Tras la decisión de la OCDE de iniciar 
conversaciones con el Estado colombiano para 
su ingreso a la Organización, el “Acuerdo entre 
la República de Colombia y la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
Otorgados a la Organización” constituye una 
de las herramientas para la consolidación de este 
proceso de adhesión.

Con miras a que la OCDE pueda prestar 
colaboración y apoyo en el territorio colombiano 
y pueda cumplir plena y eficientemente con 
sus responsabilidades y tareas, es necesario 
otorgarle una serie de privilegios, inmunidades 
y facilidades, con el fin de que goce de 
independencia para el cumplimiento de su 
mandato, propósito y objetivos.

Al respecto, es preciso resaltar que, en 
concordancia con la Convención de Viena 
sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, las 
prerrogativas a otorgar a la OCDE en virtud del 
Acuerdo sub examine son concedidas en aras de 
salvaguardar sus funciones en relación con la 
Organización y no a título personal, tal como se 
establece en el numeral 3 del artículo 13 y en el 
artículo 18 del Instrumento.9

9	 Numeral 3. Artículo 13: [...] Los privilegios e Inmunidades son 
concedidos a los representantes de los Miembros y participantes no 
Miembros con el fin de salvaguardar sus funciones en relación con la 
Organización y no para su provecho personal. Por lo tanto, un Miembro 
o participante no Miembro tiene no solo derecho sino también el deber 
de renunciar a la inmunidad de su representante en cualquier caso en 
que, a juicio del Miembro o participante no Miembro, la inmunidad 
pueda impedir el curso de la justicia, y puede renunciarse sin perjuicio 
del propósito para el cual se concede la Inmunidad.
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Así las cosas, el objeto del precitado Acuerdo 
es establecer un marco general de privilegios, 
inmunidades y facilidades otorgados a la 
Organización, necesarios para el cumplimiento 
de su misión y relativos a: la cooperación entre 
la Organización y la República de Colombia, 
incluida la visita de agentes y expertos; la 
organización de conferencias o reuniones en 
la República de Colombia y cualquier otro 
acuerdo futuro que se pueda celebrar entre la 
Organización y el Estado colombiano; y respecto 
del futuro establecimiento de una oficina de la 
OCDE en Colombia.10

En efecto, por medio del Acuerdo supra se 
crea un marco para que la Organización, sus 
bienes, los representantes de los Miembros y 
participantes no Miembros, agentes y expertos, 
puedan desarrollar sus funciones con la 
independencia necesaria para poder llevar con 
éxito su misión. Lo anterior, a través de visitas, 
conferencias o reuniones, y si fuera el caso, del 
establecimiento de una sede de la Organización 
en territorio colombiano.

Ahora bien, el texto del instrumento consta 
de 23 artículos. El artículo 1° consagra las 
definiciones, a partir de las cuales se deriva el 
contexto y la forma en que se deberán Interpretar 
las disposiciones del Acuerdo. El artículo 2° 
prevé el objeto del instrumento. El artículo 3° 
establece el reconocimiento de la persona jurídica 
de la Organización en territorio colombiano, y 
su capacidad de celebrar contratos, adquirir y 
enajenar bienes muebles e inmuebles e iniciar 
procesos legales.

En el artículo 4 se hace mención al 
reconocimiento de los privilegios, exenciones 
e inmunidades otorgadas mediante el Acuerdo 
sub examine a la Organización. El artículo 5° 
establece la Inmunidad de la Organización y 
de sus bienes contra todo proceso jurídico, 
salvo cuando se renuncie expresamente a dicha 
Inmunidad, en cada caso particular. Asimismo, 
se establece la necesidad de una renuncia 
separada frente a cualquier medida de ejecución. 
Por su parte, el artículo 6° prevé la Inmunidad 
de los bienes de la OCDE frente a cualquier 
allanamiento, requisición, confiscación, 
expropiación o cualquier forma de Interferencia, 
ya sea en virtud de una acción ejecutiva, 
administrativa, judicial o legislativa.

El artículo 7 consagra la Inviolabilidad, 
control y autoridad exclusiva de la OCDE sobre 
sus Instalaciones, Incluidas aquellas utilizadas 
durante el tiempo de una reunión convocada por 
la Organización. En este sentido, establece un 
10	 Acuerdo entre la República de Colombia y la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Artículo 2.

segundo numeral por medio del cual el Gobierno 
se obliga a tomar las medidas necesarias para 
garantizar la seguridad de las Instalaciones. A su 
vez, el artículo 8° prevé la inviolabilidad de los 
archivos de la Organización, donde quiera que 
se encuentren y de todos los documentos que 
le pertenezcan o que mantenga en su posición. 
Por su parte, el artículo 9°, establece que la 
OCDE podrá mantener moneda de cualquier 
clase y operar cuentas en cualquier moneda y, 
a su vez consagra que la Organización podrá 
transferir libremente sus fondos dentro, entre y 
fuera del territorio de la República de Colombia 
y convertir cualquier moneda que tenga en 
otra moneda, bajo las mismas condiciones que 
cualquier otra organización internacional o 
gobierno extranjero.

A su vez, el artículo 10 establece las exenciones 
a las que tendría lugar la Organización y sus 
bienes. Sobre el particular, hace mención : 
cualquier forma de tributación directa, incluidos 
cargos para efectos de pensión o seguridad 
social; aranceles, prohibiciones y restricciones 
con respecto a artículos importados y exportados 
por la Organización para su funcionamiento 
y desarrollo de sus actividades; aranceles, 
prohibiciones y restricciones con respecto a la 
Importación y exportación de publicaciones u 
otro material que la Organización produzca, así 
como Impuestos relativos a la venta o difusión 
gratuita de sus publicaciones u otros artículos 
y; cualquier forma de tributación indirecta. En 
este sentido, se establece que en caso en que la 
Organización pague impuestos indirectos, los 
mismos serán reembolsados en concordancia 
con los procedimientos aplicables.

En relación con el artículo 11, se establece el 
trato a las comunicaciones oficiales de la OCDE, 
previendo que la Organización gozará del 
tratamiento favorable que el Estado colombiano 
concede a cualquier organización internacional 
o gobierno extranjero, en materia de prioridades, 
tarifas e impuestos, sobre sus comunicaciones. 
Asimismo, consagra que no se aplicará ninguna 
censura a la correspondencia oficial, y que la 
Organización podrá utilizar códigos y enviar y 
recibir correspondencia por correo privado.

De igual forma, en el artículo 12 se consagra 
la disposición de servicios públicos esenciales 
para el funcionamiento de la Organización. 
El artículo 13, establece los privilegios e 
inmunidades que gozarán los representantes de 
los Miembros y participantes no Miembros de 
la Organización, a saber: inmunidades de arresto 
y detención, de decomiso de su equipaje e 
Inmunidad sobre cualquier proceso legal relativo 
a las palabras habladas o escritas que realicen 
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en calidad de representantes; inviolabilidad 
de documentos; derecho a utilizar códigos y 
recibir correspondencia por correo privado o 
en valija sellada; exención contra restricciones 
de inmigración de ellos y de sus cónyuges 
o compañeros(as); facilidades respecto a las 
restricciones de moneda o cambio; inmunidades 
en relación con su equipaje personal y los 
demás privilegios e inmunidades que gocen los 
enviados diplomáticos. En este sentido, prevé 
que no tendrán derecho a reclamar exenciones 
sobre artículos Importados que no hagan parte 
de su equipaje personal o derechos de consumo 
o IVA.

En el artículo 14, se reglamentan una serie de 
privilegios e inmunidades para los agentes de la 
Organización, relativas a: el arresto o detención 
por actos realizados en su capacidad oficial y 
contra confiscación de su equipaje; la inmunidad 
contra todo proceso legal Iniciado por palabras 
habladas o escritas y actos realizados en su 
capacidad oficial; la exención de toda forma de 
tributación directa; la exención de restricciones 
de inmigración y servicio militar; beneficios 
con respecto a la repatriación en casos de crisis 
internacionales: derecho a importar libre de 
aranceles sus muebles y vehículos: privilegios 
respecto a facilidades de moneda y cambio; 
exenciones de obligación para depositar garantía 
pagadera a artículos admitidos temporalmente y; 
el derecho de utilizar códigos y enviar y recibir 
correspondencia por correo privado.

Además de lo anterior, en el artículo 15 
se establecen los privilegios, Inmunidades y 
facilidades adicionales que gozará el Secretario 
General de la Organización, su cónyuge o 
compañero(a) e hijos dependientes.

El artículo 16 consagra las inmunidades 
y privilegios a conceder a los expertos que 
realicen misiones para la Organización o que 
sean Invitados a participar en una reunión, 
necesarios para el ejercicio Independiente 
de sus funciones, durante el periodo de las 
misiones.

Por su parte, el artículo 17 Indica que la 
República de Colombia tomará las medidas 
necesarias para facilitar la entrada, permanencia, 
salida y la libertad de movimiento, dentro de su 
territorio, de los representantes de los Miembros, 
participantes no Miembros, agentes y expertos 
de la organización, así como de los invitados 
para efectos oficiales.

En el artículo 18 se establece que las 
prerrogativas concedidas a agentes y expertos se 
otorgan en Interés de la Organización y no para 
provecho personal de los individuos. Al efecto, 
se consagra la potestad del Secretario General de 

la Organización de renunciar a la inmunidad de 
cualquier funcionario o experto.

A su vez, el artículo 19 hace referencia a la 
cooperación de la Organización con el Estado 
colombiano para facilitar la administración de 
justicia e impedir que no se presente ningún 
abuso respecto de los privilegios, inmunidades 
y facilidades otorgadas mediante el Acuerdo 
objeto de estudio.

En relación con el artículo 20, este indica la 
voluntad del Gobierno de Colombia de realizar 
los esfuerzos que estén a su alcance para asistir 
a la Organización en la resolución de cualquier 
dificultad respecto a la adquisición de bienes, 
servicios y facilidades y para garantizar el respeto 
de las prerrogativas concedidas. Finalmente, los 
artículos 22 y 23 establecen la forma en la que 
se solucionarán las controversias surgidas de la 
Interpretación o aplicación del presente Acuerdo 
y su entrada en vigor, respectivamente.

El ingreso de Colombia a la Organización es 
una prioridad para la República de Colombia, 
de ahí que la ratificación del “Acuerdo entre 
la República de Colombia y la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
(OCDE) sobre Privilegios, Inmunidades y 
Facilidades otorgado a la Organización”, no 
solo constituya una herramienta para que la 
Organización pueda cumplir de manera plena y 
eficiente con sus responsabilidades y tareas, sino 
un paso hacia la consolidación del proceso de 
adhesión de la República de Colombia al “club 
de buenas prácticas”.

Por las anteriores consideraciones, el Gobierno 
nacional, a través de la Ministra de Relaciones 
Exteriores, solicita al honorable Congreso de 
la República, aprobar el Proyecto de Ley “por 
medio de la cual se aprueba el «Acuerdo entre la 
República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
otorgados a la Organización», suscrito en Punta 
Mita, México, el 20 de junio de 2014”.

De los Senadores y Representantes,
María Ángela Holguín Cuéllar,

Ministra de Relaciones Exteriores.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., 16 de octubre 2014
Autorizado. Sométase a la consideración del 

honorable Congreso de la República para los 
Efectos Constitucionales.

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS 
CALDERÓN
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La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) María Ángela Holguín Cuéllar.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese el «Acuerdo entre la 

República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
otorgados a la Organización», suscrito en Punta 
Mita, México, el 20 de junio de 2014.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el «Acuerdo 
entre la República de Colombia y la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
(OCDE) sobre Privilegios, Inmunidades y 
Facilidades otorgados a la Organización», 
suscrito en Punta Mita, México, el 20 de junio 
de 2014, que por el artículo primero de esta ley 
se aprueba, obligará a la República de Colombia 
a partir de la fecha en que se perfeccione el 
vínculo Internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente Ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a los
Presentado al honorable Congreso de la 

República por la Ministra de Relaciones 
Exteriores.

María Ángela Holguín Cuéllar,
Ministra de Relaciones Exteriores.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los 

convenios internacionales  
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El Gobierno nacional a través 
de la Cancillería presentará anualmente a las 
Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores 
de Senado y Cámara, y dentro de los primeros 
treinta días calendario posteriores al período 
legislativo que se inicia cada 20 de julio, un 
informe pormenorizado acerca de cómo se están 
cumpliendo y desarrollando los Convenios 
Internacionales vigentes suscritos por Colombia 
con otros Estados.

Artículo 2°. Cada dependencia del Gobierno 
nacional encargada de ejecutar los Tratados 
Internacionales de su competencia y requerir 
la reciprocidad en los mismos, trasladará la 
información pertinente al Ministerio de Relaciones 
Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3°. El texto completo de la presente ley 
se incorporará como anexo a todos y cada uno de 

los Convenios Internacionales que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la 
República,

Amylkar Acosta Medina.
Ei Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de 
Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de 

enero de 1998.
ERNESTO SAMPER PIZANO 

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Emma Mejía Vélez.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 16 de octubre 2014
Autorizado. Sométase a la consideración del 

honorable Congreso de la República para los 
Efectos Constitucionales.

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) María Ángela Holguín Cuéllar.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el «Acuerdo entre la 
República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
otorgados a la Organización», suscrito en Punta 
Mita, México, el 20 de junio de 2014.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el «Acuerdo 
entre la República de Colombia y la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
(OCDE) sobre Privilegios, Inmunidades y 
Facilidades otorgados a la Organización», 
suscrito en Punta Mita, México, el 20 de junio de 
2014, que por el artículo primero de esta ley se 
aprueba, obligará a la República de Colombia a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente Ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

El Presidente del honorable Senado de la 
República,
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Ernesto Macías Tovar.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de 
Representantes,

Alejandro Carlos Chacón Camargo.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Comuníquese y cúmplase.

Ejecútese, previa revisión de la Corte 
Constitucional, conforme al artículo 241-10 de la 
Constitución Política.

Dada en Bogotá, D. C., a 18 de junio de 2019.
La Ministra del Interior, delegataria de 

Funciones Presidenciales mediante Decreto 1065 
del 13 de junio de 2019.

NANCY PATRICIA GUTIÉRREZ 
CASTAÑEDA

La Viceministra de Asuntos Multilaterales del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, Encargada 
de las Funciones del Despacho del Ministro de 
Relaciones Exteriores,

Adriana Mejía Hernández.

LEY 1959 DE 2019
(junio 20)

por medio de la cual se modifican y adicionan artículos de la Ley 599 de 
2000 y la Ley 906 de 2004  

en relación con el delito de violencia intrafamiliar.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 229 de la Ley 
599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 229. Violencia intrafamiliar. El que 
maltrate física o psicológicamente a cualquier miembro 
de su núcleo familiar incurrirá, siempre que la conducta 
no constituya delito sancionado con pena mayor, en 
prisión de cuatro (4) a ocho (8) años.

La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas 
partes cuando la conducta recaiga sobre un menor, 
adolescente, una mujer, una persona mayor de sesenta 
(60) años, o que se encuentre en situación de discapacidad 
o disminución física, sensorial y psicológica o quien 
se encuentre en estado de indefensión o en cualquier 
condición de inferioridad.

Cuando el responsable tenga antecedentes penales 
por el delito de violencia intrafamiliar o por haber 
cometido alguno de los delitos previstos en el libro 
segundo, Títulos I y IV del Código Penal contra un 
miembro de su núcleo familiar dentro de los diez 
(10) años anteriores a la ocurrencia del nuevo hecho, 
el sentenciador impondrá la pena dentro del cuarto 
máximo del ámbito punitivo de movilidad respectivo.

Parágrafo 1°. A la misma pena quedará sometido 
quien sin ser parte del núcleo familiar realice las 
conductas descritas en el tipo penal previsto en este 
artículo contra.

a)	 Los cónyuges o compañeros permanentes, 
aunque se hubieren separado o divorciado.

b)	 El padre y la madre de familia, aun cuando no 
convivan en el mismo hogar, si el maltrato se 
dirige contra el otro progenitor.

c)	 Quien, no siendo miembro del núcleo fami-
liar, sea encargado del cuidado de uno o varios 
miembros de una familia en su domicilio, resi-
dencia o cualquier lugar en el que se realice la 
conducta.

d)	 Las personas con las que se sostienen o hayan 
sostenido relaciones extramatrimoniales de ca-
rácter permanente que se caractericen por una 
clara e inequívoca vocación de estabilidad.

Parágrafo 2°. A la misma pena quedará sometido 
quien, no siendo miembro del núcleo familiar, sea 
encargado del cuidado de uno o varios miembros de 
una familia y realice alguna de las conductas descritas 
en el presente artículo.

Artículo 2°. Modifíquese el parágrafo del artículo 
149 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Parágrafo. En las actuaciones procesales relativas 
a los delitos contra la libertad y formación sexual, 
violencia sexual y violencia intrafamiliar, el juez podrá, 
a solicitud de cualquiera de los intervinientes en el 
proceso, disponer la realización de audiencias cerradas 
al público. La negación de esta solicitud se hará 
mediante providencia motivada. Cuando cualquiera de 
los intervinientes en el proceso lo solicite, la autoridad 
competente podrá determinar la reserva de identidad 
respecto de los datos personales de la víctima, los de 
sus descendientes y los de cualquier otra persona que 
esté bajo su guarda o custodia.

Artículo 3°. Modifíquese el numeral 3 y el parágrafo 
3° del artículo 284 de la Ley 906 de 2004, relativo a la 
Prueba anticipada, los cuales quedarán así:

Artículo 284. Prueba anticipada. Durante 
la investigación y hasta antes de la instalación 
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de la audiencia de juicio oral se podrá practicar 
anticipadamente cualquier medio de prueba pertinente, 
con el cumplimiento de los siguientes requisitos:

1.	 Que sea practicada ante el juez que cumpla 
funciones de control de garantías.

2.	 Que sea solicitada por el Fiscal General o el 
fiscal delegado, por la defensa o por el Ministe-
rio Público en los casos previstos en el artículo 
112.

3.	 Que sea por motivos fundados y de extrema 
necesidad y para evitar la pérdida o alteración 
del medio probatorio, o que se trate de investi-
gaciones que se adelanten por el delito de vio-
lencia intrafamiliar.

4.	 Que se practique en audiencia pública y con 
observancia de las reglas previstas para la 
práctica de pruebas en el juicio.

Parágrafo 1°. Si la prueba anticipada es solicitada 
a partir de la presentación del escrito de acusación, el 
peticionario deberá informar de esta circunstancia al 
juez de conocimiento.

Parágrafo 2°. Contra la decisión de practicar la 
prueba anticipada proceden los recursos ordinarios. 
Si se negare, la parte interesada podrá de inmediato y 
por una sola vez, acudir ante otro juez de control de 
garantías para que este en el acto reconsidere la medida. 
Su decisión no será objeto de recurso.

Parágrafo 3°. En el evento en que la circunstancia 
que motivó la práctica de la prueba anticipada, al 
momento en que se dé comienzo al juicio oral, no se 
haya cumplido o haya desaparecido, el juez ordenará 
la repetición de dicha prueba en el desarrollo del juicio 
oral, salvo que se trate de investigaciones por el delito 
de violencia intrafamiliar, evento en el cual, el juez se 
abstendrá de repetir la prueba anticipada cuando exista 
evidencia sumaria de:

a)	 Revictimización;
b)	 Riesgo de violencia o manipulación;
c)	 Afectación emocional del testigo;
d)	 O dependencia económica con el agresor.
Parágrafo 4°. En las investigaciones que versen sobre 

delitos de competencia de los jueces penales del circuito 
especializados, por delitos contra la Administración 
Pública y por delitos contra el patrimonio económico que 
recaigan sobre bienes del Estado respecto de los cuales 
proceda la detención preventiva, será posible practicar 
como prueba anticipada el testimonio de quien haya 
recibido amenazas contra su vida o la de su familia por 
razón de los hechos que conoce; así mismo, procederá 
la práctica de dicha prueba anticipada cuando contra 
el testigo curse un trámite de extradición en el cual se 
hubiere rendido concepto favorable por la Sala Penal de 
la Corte Suprema de Justicia.

La prueba deberá practicarse antes de que quede 
en firme la decisión del Presidente de la República de 
conceder la extradición.

Parágrafo 5°. La prueba testimonial anticipada se 
podrá practicar en todos los casos en que se adelanten 
investigaciones contra miembros de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados. Las 

pruebas testimoniales que se practiquen de manera 
anticipada en virtud de este parágrafo solo podrán 
repetirse en juicio a través de videoconferencia, siempre 
que a juicio del Juez de conocimiento no se ponga en 
riesgo la vida e integridad del testigo o sus familiares, 
o no sea posible establecer su ubicación.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 534 de la Ley 
906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 534. Ámbito de aplicación. El procedimiento 
especial abreviado de que trata el presente título se 
aplicará a las siguientes conductas punibles:

1.	 Las que requieren querella para el inicio de la 
acción penal.

2.	 Lesiones personales a las que hacen referen-
cia los artículos 111, 112, 113, 114, 115, 116, 
118 y 120 del Código Penal; Actos de Discri-
minación (C. P. artículo 134A), Hostigamiento 
(C. P. artículo 134B), Actos de Discriminación 
u Hostigamiento Agravados (C. P. artículo 
134C), violencia intrafamiliar (C. P. artículo 
229), inasistencia alimentaria (C. P. artículo 
233) hurto (C. P. artículo 239); hurto califica-
do (C. P. artículo 240); hurto agravado (C. P. 
artículo 241), numerales del 1 al 10; estafa (C. 
P. artículo 246); abuso de confianza (C. P. ar-
tículo 249); corrupción privada (C. P. artículo 
250A); administración desleal (C. P. artículo 
250B); abuso de condiciones de inferioridad 
(C. P. artículo 251); utilización indebida de 
información privilegiada en particulares (C. P. 
artículo 258); los delitos contenidos en el Tí-
tulo VII Bis, para la protección de la informa-
ción y los datos, excepto los casos en los que la 
conducta recaiga sobre bienes o entidades del 
Estado; violación de derechos morales de au-
tor (C. P. artículo 270); violación de derechos 
patrimoniales de autor y derechos conexos (C. 
P. artículo 271); violación a los mecanismos de 
protección de derechos de autor (C. P. artículo 
272); falsedad en documento privado (C. P. ar-
tículos 289 y 290); usurpación de derechos de 
propiedad industrial y de derechos de obtento-
res de variedades vegetales (C. P. artículo 306); 
uso ilegítimo de patentes (C. P. artículo 307); 
violación de reserva industrial y comercial (C. 
P. artículo 308); ejercicio ilícito de actividad 
monopolística de arbitrio rentístico (C. P. artí-
culo 312).

En caso de concurso entre las conductas punibles 
referidas en los numerales anteriores y aquellas a 
las que se les aplica el procedimiento ordinario, la 
actuación se regirá por este último.

Parágrafo. Este procedimiento aplicará también 
para todos los casos de flagrancia de los delitos 
contemplados en el presente artículo.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 550 de la Ley 
906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 550. Conductas punibles susceptibles 
de conversión de la acción penal. La conversión de 
la acción penal de pública a privada podrá autorizarse 
para las conductas que se tramiten por el procedimiento 
especial abreviado, a excepción de aquellas que atenten 
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contra bienes del Estado y cuando se trate del delito de 
violencia intrafamiliar.

Artículo 6°. El Gobierno nacional, en un término 
máximo de 12 meses después de entrada en vigencia 
la presente ley, deberá estructurar y elaborar una 
estrategia nacional de formación de familia, dirigida a 
la prevención del maltrato y violencia intrafamiliar.

Artículo 7°. Del seguimiento a la ley. Confórmese 
la Comisión de seguimiento al delito de Violencia 
Intrafamiliar el cual deberá sesionar mínimo un vez 
cada seis meses con el fin de evaluar, proponer y 
modificar la política criminal de este tipo penal en los 
términos de la presente ley.

La Comisión será conformada por:
1.	 El Fiscal General de la Nación o su delegado.
2.	 El Ministro de Justicia y del Derecho o su de-

legado.
3.	 El Ministro del Interior o su delegado.
4.	 El Procurador General de la Nación o su dele-

gado.
5.	 El Defensor del Pueblo o su delegado.
6.	 El Director del Instituto Colombiano de Bien-

estar Familiar o su delegado.
7.	 El Director General de la Policía Nacional.
8.	 Tres (3) integrantes mínimo de la Comisión 

Legal para la Equidad de la Mujer.
9.	 Tres integrantes del Senado de la República de 

la Comisión Primera.
10.	 Tres integrantes de la Cámara de Representan-

tes de la Comisión Primera.
11.	 Consejera para la Equidad de la mujer o su de-

legado.

Artículo 8°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

El Presidente del Honorable Senado de la República,
Ernesto Macías Tovar.

El Secretario General del Honorable Senado de la 
República,

Gregorio Eljach Pacheco.
El Presidente de la Honorable Cámara de 

Representantes,
Alejandro Carlos Chacón Camargo.

El Secretario General de la Honorable Cámara de 
Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 

NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de junio de 2019.
La Ministra del Interior de la República de 

Colombia, delegataria de funciones Presidenciales 
mediante Decreto 1065 del 13 de junio de 2019.

NANCY PATRICIA GUTIÉRREZ CASTAÑEDA
La Ministra del Interior,

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
La Ministra de Justicia y del Derecho,

Margarita Leonor Cabello Blanco.
El Comandante General de las Fuerzas Militares, 

Encargado de las Funciones del Despacho del Ministro 
de Defensa Nacional,

General Luis Fernando Navarro Jiménez.
La Directora del Departamento Administrativo para 

la Prosperidad Social, 
Susana Correa Borrero.

LEY 1960 DE 2019
(junio 27)

por el cual se modifican la Ley 909 de 2004, el Decreto-ley 1567 de 1998  
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 24 de la Ley 909 de 
2004, quedará así:

Artículo 24. Encargo. Mientras se surte el pro-
ceso de selección para proveer empleos de carrera 
administrativa, los empleados de carrera tendrán 
derecho a ser encargados en estos si acreditan los 
requisitos para su ejercicio, poseen las aptitudes y 
habilidades para su desempeño, no han sido san-
cionados disciplinariamente en el último año y su 
última evaluación del desempeño es sobresaliente.

En el evento en que no haya empleados de ca-
rrera con evaluación sobresaliente, el encargo de-
berá recaer en quienes tengan las más altas cali-
ficaciones descendiendo del nivel sobresaliente 
al satisfactorio, de conformidad con el sistema de 
evaluación que estén aplicando las entidades. Adi-
cionalmente el empleado a cumplir el encargo de-
berá reunir las condiciones y requisitos previstos 
en la ley.

El encargo deberá recaer en un empleado que se 
encuentre desempeñando el cargo inmediatamente 
inferior de la planta de personal de la entidad.
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Los cargos de libre nombramiento y remoción, 
en caso de vacancia temporal o definitiva, podrán 
ser provistos a través del encargo de empleados de 
carrera o de libre nombramiento y remoción, que 
cumplan los requisitos y el perfil para su desem-
peño.

En caso de vacancia definitiva el encargo será 
hasta por el término de tres (3) meses, prorrogable 
por tres (3) meses más, vencidos los cuales el em-
pleo deberá ser provisto en forma definitiva.

Parágrafo 1°. Lo dispuesto en este artículo se 
aplicará para los encargos que sean otorgados con 
posterioridad a la vigencia de esta ley.

Parágrafo 2°. Previo a proveer vacantes defini-
tivas mediante encargo o nombramiento provisio-
nal, el nominador o en quien este haya delegado, 
informará la existencia de la vacante a la Comisión 
Nacional del Servido Civil a través del medio que 
esta indique.

Artículo 2°. El artículo 29 de la Ley 909 de 
2004 quedará así:

Artículo 29. Concursos. La provisión definiti-
va de los empleos públicos de carrera administrati-
va se hará mediante procesos de selección abiertos 
y de ascenso los cuales adelantará la Comisión Na-
cional del Servicio Civil o la entidad en la que esta 
delegue o desconcentre la función.

En los procesos de selección o concursos abier-
tos para ingresar a la carrera podrán participar las 
personas que acrediten los requisitos y condicio-
nes requeridos para el desempeño de los empleos.

El concurso de ascenso tiene como finalidad 
permitir la movilidad a un cargo superior dentro 
de la planta de personal de la misma entidad, del 
mismo sector administrativo o dentro del cuadro 
funcional de empleos.

El concurso será de ascenso cuando:
1.	  La vacante o vacantes a proveer perte-

necen a la misma planta de personal, las 
plantas de personal del sector administra-
tivo o cuadro funcional de empleos, en los 
niveles asesor, profesional, técnico o asis-
tencial.

2.	  Existen servidores públicos con derechos 
de carrera general o en los sistemas especí-
ficos o especiales de origen legal, que cum-
plan con los requisitos y condiciones para 
el desempeño de los empleos convocados a 
concurso.

3.	  El número de los servidores con derechos 
de carrera en la entidad o en el sector ad-
ministrativo que cumplen con los requisi-
tos y condiciones para el desempeño de los 
empleos convocados a concurso es igual o 
superior al número de empleos a proveer.

Si se cumple con los anteriores requisitos se 
convocará a concurso de ascenso el treinta (30%) 
de las vacantes a proveer. El setenta (70%) de las 
vacantes restantes se proveerán a través de concur-
so abierto de ingreso.

Si en el desarrollo del concurso de ascenso no 
se inscribe un número igual de servidores con de-
rechos de carrera por empleo convocado, el con-
curso se declarará desierto y la provisión de los 
cargos se realizará mediante concurso de ingreso 
abierto. Quienes se hayan inscrito inicialmen-
te para el concurso de ascenso continuarán en el 
concurso abierto de ingreso sin requerir una nueva 
inscripción.

Parágrafo. La Comisión Nacional del Servicio 
Civil determinará, en el término máximo de seis 
(6) meses contados a partir de la entrada en vigen-
cia de la presente ley, el procedimiento para que las 
entidades y organismos reporten la Oferta Pública 
de Empleos, con el fin de viabilizar el concurso de 
ascenso regulado en el presente artículo.

Artículo 3°. El literal g) del artículo 6° del De-
creto-ley 1567 de 1998 quedará así:

“g) Profesionalización del servidor público. 
Los servidores públicos, independientemente de 
su tipo de vinculación con el Estado, podrán ac-
ceder a los programas de capacitación y bienestar 
que adelante la entidad, atendiendo a las necesida-
des y al presupuesto asignado. En todo caso, si el 
presupuesto es insuficiente se dará prioridad a los 
empleados con derechos de carrera administrati-
va”.

Artículo 4°. El Gobierno nacional desarrolla-
rá mecanismos de movilidad horizontal, que en 
ningún caso implicará cambio de empleo, con el 
propósito de evaluar de manera progresiva el mé-
rito y garantizar la capacitación permanente de los 
servidores públicos, aspectos esenciales para su 
desarrollo, el mejoramiento de la calidad de los 
servicios prestados en las entidades públicas y la 
eficacia en el cumplimiento de sus funciones.

La movilidad deberá basarse en criterios de mé-
rito, medido a través de pruebas de competencias, 
aplicadas por el Departamento Administrativo de 
la Función Pública, la permanencia en el servicio, 
la evaluación del desempeño, la capacitación y la 
formación adquiridas.

Para el desarrollo de las modalidades de movi-
lidad horizontal se deberá tener en cuenta el marco 
de gasto de mediano plazo y las disponibilidades 
presupuestales.

Parágrafo. El Gobierno nacional contará con un 
plazo máximo de dieciocho (18) meses contados a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 
para establecer los lineamientos de la movilidad 
horizontal.
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Artículo 5°. Las normas previstas en la presente 
ley relacionadas con los procesos de selección se 
aplicarán a los servidores que se rigen en materia 
de carrera por el sistema general y los sistemas es-
pecíficos y especiales de origen legal.

Artículo 6°. El numeral 4 del artículo 31 de la 
Ley 909 de 2004, quedará así:

“Artículo 31. El Proceso de Selección com-
prende:

1. 	 (...)
2.	 (...)
3.	 (...)
4.	 Con los resultados de las pruebas la Comi-

sión Nacional del Servicio Civil o la entidad con-
tratada, por delegación de aquella, elaborará en 
estricto orden de mérito la lista de elegibles que 
tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en 
estricto orden de mérito se cubrirán las vacantes 
para las cuales se efectuó el concurso y las vacan-
tes definitivas de cargos equivalentes no convoca-
dos, que surjan con posterioridad a la convocatoria 
del concurso en la misma Entidad.

Artículo 7°. La presente ley rige a partir de su 
publicación, modifica en lo pertinente la Ley 909 

de 2004 y el Decreto-ley 1567 de 1998, y deroga 
las demás disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Ernesto Macías Tovar.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de 
Representantes,

Alejandro Carlos Chacón Camargo.
El Secretario General de la honorable Cámara 

Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de junio de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Director del Departamento Administrativo 

de la Función Pública,
Fernando Antonio Grillo Rubiano.

LEY 1961 DE 2019
(junio 27)

por la cual se establece un Régimen de Transición, y se dictan otras 
disposiciones  

– Amnistía a colombianos que no han definido su situación militar.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Los colombianos que a la entrada 
en vigencia de la presente ley y durante los 18 me-
ses siguientes estuvieran en condición de infracto-
res, con o sin multas, o que tengan cualquiera de 
las características de infractor, y que cumplan con 
cualquiera de las causales del artículo 12 de la Ley 
1861 de 2017 o tengan 24 años cumplidos, serán 
beneficiados con la condonación total de las mul-
tas, quedarán exentos del pago de la cuota de com-
pensación militar y solo cancelarán el quince por 

ciento (15%) de un smlmv por concepto de trámite 
administrativo de la tarjeta de reservista militar o 
policial.

La Organización de Reclutamiento y Movili-
zación, efectuará la promoción y convocatorias 
necesarias a través de medios de comunicación a 
nivel nacional, incluyendo radio y televisión, du-
rante la vigencia de este artículo. Cualquier in-
fractor o quien actúe en su debida representación 
mediante autorización simple, podrá acercase a 
cualquier distrito militar o de policía y solicitar 
se le aplique este beneficio.
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Parágrafo 1°. El Ministerio de Defensa Nacio-
nal enviará un informe trimestral al Congreso de 
la República sobre la implementación del régimen 
de transición. Dicho informe será presentado en 
una sesión ordinaria ante las comisiones segundas 
constitucionales.

Parágrafo 2°. El ciudadano podrá solicitar el be-
neficio de la amnistía en cualquier Distrito Militar, 
sin importar el lugar de inscripción o donde haya 
iniciado el trámite para obtener su libreta militar.

Parágrafo 3°. La exigencia de requisitos adi-
cionales o demoras injustificadas que impidan ac-
ceder al beneficio será sancionado de acuerdo al 
Código Único Disciplinario.

Parágrafo 4°. La Organización de Reclutamien-
to y Movilización podrá realizar jornadas masivas 
y generales con el objeto de aplicar el régimen 
de transición, sin perjuicio del deber de atender 
de manera permanente las solicitudes realizadas 
durante la vigencia de esta ley. Para efectos de la 
realización de las jornadas a las que se refiere el 
presente artículo, las autoridades departamentales 
y municipales podrán apoyar a la Organización de 
Reclutamiento y Movilización.

Parágrafo 5°. Será deber de la Organización 
de Reclutamiento y Movilización en coordina-
ción con la Cancillería, la promoción y difusión 
a nivel internacional del régimen de transición. 
Deberá realizarse a través de las oficinas consula-
res, misiones diplomáticas y oficinas del Gobierno 
colombiano en el exterior, con el objeto de dar a 
conocer y atender a los colombianos residentes en 
otros países que deban regularizar su situación mi-
litar.

Artículo 2°. Los medios de comunicación pú-
blicos nacionales, regionales y locales, incluyendo 
radio, televisión, medios impresos y digitales, de-
berán dar prelación a la difusión de información 
relacionada con las actividades del servicio de re-
clutamiento, control de reservas y la movilización 
en los horarios de máxima audiencia.

Artículo 3°. Con el fin de extender el régimen 
de transición a los colombianos que se encuen-
tran en el exterior y deseen regularizar su situa-
ción militar, en virtud del procedimiento esta-
blecido en el Capítulo II, y artículo 17 de la Ley 
1861 de 2017 referente a la solicitud virtual de 
la libreta militar, se modifica transitoriamente, y 

durante el periodo de vigencia de la amnistía de 
la presente ley, el inciso 2º del artículo 7° de la 
Ley 1565 de 2012 el cual quedará de la siguiente 
forma:

Para los varones entre 18 y 25 años no cumpli-
dos, la Dirección de Reclutamiento y Control de 
Reservas del Ejército Nacional, facilitará la defini-
ción de la situación militar, previa cancelación del 
15% de 1 smlmv para todos los casos.

Parágrafo 1°. Se suspenderá, durante el periodo 
de vigencia de la amnistía de la presente ley, el re-
quisito de permanencia mínima en el exterior que 
exige el artículo 29 de la Ley 1861 de 2017 duran-
te la vigencia del régimen de transición.

Artículo 4°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación y deroga las disposicio-
nes que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Ernesto Macías Tovar.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de 
Representantes,

Alejandro Carlos Chacón Camargo.
El Secretario General de la honorable Cámara 

Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de junio de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Carlos Holmes Trujillo García.
El Ministro de Defensa Nacional,

Guillermo Botero Nieto.
La Ministra de Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones,
Sylvia Cristina Constain Rengifo.
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LEY 1962 DE 2019
(junio 28)

por la cual se dictan normas orgánicas para el fortalecimiento de la región 
administrativa de planificación, se establecen las condiciones para su 
conversión en Región Entidad Territorial y se dictan otras disposiciones, en 

desarrollo de los artículos 306 y 307 de la C. P.

hechos regionales son declarados por la respecti-
va Junta Directiva de las Región Administrativa y 
de Planificación (RAP), o la Junta Regional de las 
Regiones como Entidad Territorial (RET). 

TÍTULO II
LAS REGIONES

CAPÍTULO I
Regiones Administrativas y de Planificación 

(RAP).
Artículo 4°. Se modifica el artículo treinta (30) 

Ley 1454 del 2011, así:
Región Administrativa y de Planificación 

(RAP). De conformidad con lo previsto en el 
artículo 306 de la Constitución Política, previa 
autorización de sus respectivas asambleas, y 
previo concepto de la Comisión de Ordenamiento 
Territorial de Senado, los gobernadores de dos o 
más departamentos podrán constituir mediante 
convenio una Región Administrativa y de 
Planificación (RAP), con personería jurídica, 
autonomía y patrimonio propio, con el objeto de 
promover el desarrollo económico y social, la 
inversión y la competitividad regional. Con tal fin 
la Región de Administración y de Planificación 
(RAP) tendrá, las siguientes funciones:

1.	 Promover acciones que contribuyan a con-
cretar el enfoque de desarrollo regional, 
considerando las necesidades, característi-
cas y particularidades económicas, cultura-
les, sociales y ambientales, y fomentando 
el fortalecimiento de las capacidades ins-
titucionales de los entes territoriales que la 
conforman.

2.	 Fomentar la identidad cultural regional, 
basada en los principios de respeto a la di-
versidad y la diferencia, no discriminación, 
convivencia pacífica y solución de conflic-
tos a través del diálogo y la controversia 
democrática.

3.	 Propender por la coherencia y articulación 
de la planeación entre las entidades territo-
riales que la conforman y con los diferen-
tes niveles de gobierno.

4.	 Diseñar e impulsar la ejecución de planes, 
programas y proyectos que sean de interés 
mutuo de las entidades que la conforman y 
que conduzcan al desarrollo integral soste-

El Congreso de Colombia
DECRETA:
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley 

tiene por objeto dictar las normas orgánicas para 
fortalecer la Región Administrativa y de Planifica-
ción (RAP), y establecer las condiciones y el pro-
cedimiento para su conversión en Región Entidad 
Territorial (RET), así como reglamentar su funcio-
namiento y regular las relaciones entre estas y las 
otras entidades territoriales existentes, en desarro-
llo de los artículos 306 y 307 de la Constitución 
Política de Colombia.

Artículo 2°. Se modifica el numeral quinto (5) 
del artículo tercero (3°) de la Ley 1454 del 2011, 
así:

Regionalización. El Estado colombiano desa-
rrollará sus funciones utilizando la figura de las 
Regiones para planificar, organizar, y ejecutar sus 
actividades en el proceso de construcción colecti-
va del país, promoviendo la igualdad y el cierre de 
brechas entre los territorios. El ordenamiento terri-
torial promoverá el establecimiento de Regiones 
de Planeación y Gestión, Regiones Administrati-
vas y de Planificación (RAP) y de Regiones como 
Entidades Territoriales (RET) como marcos de 
relaciones geográficas, económicas, culturales, y 
funcionales, a partir de ecosistemas bióticos y bio-
físicos, de identidades culturales locales, de equi-
pamientos e infraestructuras económicas y pro-
ductivas y de relaciones entre las formas de vida 
rural y urbana, en el que se desarrolla la sociedad 
colombiana. En tal sentido la creación y el desa-
rrollo de Regiones Administrativas y de Planifica-
ción (RAP) y Regiones como Entidad Territorial 
(RET), se enmarcan en una visión del desarrollo 
hacia la descentralización y la autonomía territo-
rial, con el fin de fortalecer; el desarrollo nacional.

Artículo 3°. Hecho Regional. Es un fenómeno 
territorial que por su naturaleza poblacional y es-
pacial trasciende las escalas de gobierno local y 
departamental en materias de competencias, inver-
sión, planeación y ejecución de proyectos, requi-
riendo una atención conjunta para que las acciones 
que se desarrollen sean eficientes y efectivas, y 
conduzcan al desarrollo integral de la región. Los 
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nible.
5.	 Prestar asesoría técnica en asuntos de ca-

rácter regional y en temas relativos a la 
prestación de servicios subregionales a las 
entidades territoriales que hagan parte del 
territorio que conforma la Región de Ad-
ministración y de Planificación (RAP).

6.	 Promover la generación de capacidades 
institucionales para la gestión del desarro-
llo de las entidades territoriales que con-
forman la Región de Administración y de 
Planificación (RAP).

7.	 Promover la incorporación del enfoque 
regional en los Planes de Ordenamiento 
Territorial, los Planes de Ordenamiento 
Departamental, los Planes de Desarrollo y 
en los diferentes instrumentos de planifica-
ción.

8.	 Participar en los procesos de ordenamien-
to y planificación de los recursos naturales 
del componente ecológico y ambiental de 
la región.

9.	 Gestionar recursos de cofinanciación de 
los diferentes niveles de gobierno, de coo-
peración internacional y promover alianzas 
público-privadas para el desarrollo de pro-
yectos estratégicos de la Región de Admi-
nistración y de Planificación (RAP).

10.	 Promover la adopción de mecanismos de 
integración y asociatividad contemplados 
en la Ley 1454 de 2011 y apoyar la confor-
mación de espacios de concertación regio-
nal.

11.	 Ejecutar los proyectos de interés regional 
en ejercicio de las funciones propias de su 
naturaleza o utilizando los mecanismos de 
asociación que permita la normatividad vi-
gente.

12.	 Contratar o convenir con la nación o con 
cualquier entidad territorial o entidad esta-
tal a través de los contratos o convenios o 
cualquier otro instrumento de planificación 
y la ejecución de proyectos estratégicos de 
desarrollo regional y programas del Plan 
Nacional de Desarrollo.

13.	 Promover la constitución y fortalecimiento 
de las redes de ciudades como dinamiza-
doras del desarrollo regional, con visión 
incluyente hacia los diferentes grupos so-
ciales y etnias que la habitan.

14.	 Impulsar la investigación y la producción 
de conocimiento a nivel regional.

15.	 Las demás que señalen la Constitución y 
la ley, así como las competencias que dele-
guen los entes territoriales señaladas en el 
convenio interadministrativo para la crea-
ción de la Región de Administración y de 
Planificación (RAP), o en sus respectivos 
estatutos.

16.	 Prestar el apoyo necesario para la presen-

tación y desarrollo de proyectos a nivel su-
bregional y a nivel de las áreas metropoli-
tanas, con el fin de articular los procesos de 
planificación con los de la región.

En ningún caso las Regiones Administrativas 
y de Planificación (RAP) podrán constituir 
circunscripción electoral especial dentro de la 
división político-administrativa territorial del país.

Entre los departamentos que conformen las 
regiones aquí previstas debe haber continuidad 
geográfica y proximidad tratándose del territorio 
insular colombiano.

Lo anterior no impedirá que departamentos 
que no guarden continuidad geográfica puedan 
desarrollar alianzas estratégicas de orden 
económico con el fin de comercializar sus bienes y 
servicios a nivel nacional e internacional.

Parágrafo 1°. Los Distritos Especiales 
cuyo territorio esté inmerso en una Región 
Administrativa y de Planificación (RAP) tendrán 
las mismas prerrogativas que estas les otorguen a 
los departamentos.

Parágrafo 2°. Lo dispuesto en este artículo se 
aplicará en lo pertinente frente a la constitución 
de la Región Administrativa y de Planificación 
Especial (RAP-E) entre entidades territoriales, 
departamentales y el Distrito Capital.

Parágrafo 3°. De conformidad con el artículo 
325 de la Constitución Política, el Distrito Capital 
de Bogotá, el departamento de Cundinamarca y los 
departamentos contiguos a este podrán asociarse en 
una Región Administrativa de Planeación Especial 
(RAP-E), con personería jurídica, autonomía y 
patrimonio propio cuyo objeto principal será el 
desarrollo económico y social de la respectiva 
región. Las citadas entidades territoriales 
conservarán su identidad política y territorial. El 
acto de constitución de la Región Administrativa y 
de Planeación Especial (RAP-E) podrá realizarse 
por convenio entre los mandatarios seccionales, 
previa aprobación por parte de las corporaciones 
de las respectivas entidades territoriales y su 
ejecución será incorporada en el respectivo plan 
de desarrollo de la región mediante ordenanza y 
acuerdo distrital o municipal, en cada caso, según 
corresponda.

Parágrafo 4°. Los proyectos promovidos por 
la Región de Administración y de Planificación 
(RAP) deberán tener un impacto regional que 
será evaluado y definido por el Consejo Regional 
Administrativo de Planeación.

Parágrafo 5°. Un departamento podrá 
pertenecer a más de una Región Administrativa y 
de Planificación (RAP).

Parágrafo 6°. Para todos los efectos de la 
legislación y regulación colombiana, la Región 
Administrativa y de Planeación Especial será 
referida con la sigla (RAP-E).

Parágrafo 7°. Para todos los efectos de la 
legislación y regulación colombiana, se hace 
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claridad que las RAP y RAP-E son Regiones 
Administrativas y de Planificación.

Artículo 5°. Se modifica el artículo treinta y dos 
(32) de la Ley 1454 del 2011, así:

Artículo 32. Financiación. El funcionamiento 
de las Regiones Administrativas y de Planificación 
(RAP) se financiará con cargo a los recursos o 
aportes que las respectivas entidades territoriales 
que la conformen destinen para ello y los incentivos 
que defina el Gobierno nacional, de conformidad 
con los indicadores de sostenibilidad fiscal de la 
Ley 617 de 2000 para los departamentos que las 
conformen.

Los recursos de inversión de la Región de 
Administración y Planificación (RAP) provendrán 
de los aportes de las entidades territoriales que 
concurran en su conformación, los recursos 
provenientes del crédito público y la cofinanciación 
del Presupuesto General de la Nación y de otras 
fuentes de financiación territorial, las donaciones 
en su favor y los demás que establezca la ley, en 
concordancia con sus funciones.

A partir de la vigencia fiscal siguiente a 
la aprobación de la presente ley, el Gobierno 
nacional podrá asignar una partida en las leyes de 
Presupuesto General de la Nación anuales, que 
tenga como objetivo cofinanciar los proyectos de 
inversión de impacto regional definidos por las 
regiones de administración y planificación (RAP) 
para su ejecución.

Los recursos de inversión asignados por las 
entidades territoriales para el logro de los objetivos 
de la Región Administrativa y de Planificación 
(RAP), podrán ser utilizados en todo el territorio 
que la conforma, con el objetivo de alcanzar 
el desarrollo económico de sus territorios y el 
mejoramiento social de sus habitantes.

Parágrafo 1°. Las Regiones Administrativas 
y de Planificación (RAP), podrán presentar 
proyectos a los fondos de cofinanciación.

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional en 
un plazo máximo de 12 meses, a partir de la 
promulgación de esta ley, establecerá una política 
orientada al desarrollo de proyectos que permitan 
la cofinanciación multisectorial de las Regiones 
Administrativas y de Planificación (RAP).

Parágrafo 3°. La gestión y celebración de 
operaciones de crédito público, las operaciones 
asimiladas, las operaciones propias del manejo de 
la deuda pública y las conexas con las anteriores, 
por parte de las Regiones Administrativas y de 
Planificación (RAP), se sujetarán a las normas 
sobre crédito público aplicables a las entidades 
descentralizadas del orden territorial.

Artículo 6°. Participación en el Sistema General 
de Regalías. Se modifica el artículo veinticinco 
(25) del Capítulo I de la Ley 1530 de 2012, así:

Artículo 25. Formulación y presentación 
de los proyectos de inversión. Con las 
particularidades previstas en el Capítulo IV de 
este Título, todo proyecto de inversión debe- ser 

formulado de conformidad con las metodologías y 
lineamientos que defina el Departamento Nacional 
de Planeación, en su condición de entidad nacional 
de planeación y en desarrollo de lo dispuesto por 
el numeral 3 del artículo 49 de la Ley 152 de 
1994 y con base en los lineamientos que defina la 
Comisión Rectora.

Para tales efectos, todas las personas naturales 
o jurídicas, públicas o privadas, y las comunidades 
étnicas minoritarias podrán formular proyectos de 
inversión, en los términos del inciso anterior.

Los proyectos de inversión serán presentados 
por las entidades territoriales al respectivo Órgano 
Colegiado de Administración y Decisión, y por 
las Regiones Administrativas y de Planificación 
(RAP), previa autorización de las entidades 
territoriales que la conforman, acompañados de los 
respectivos estudios y soportes previa revisión del 
cumplimiento de las características a que se refiere 
el artículo 23 y la armonización con los planes de 
desarrollo territoriales.

Tratándose de proyectos que tengan enfoque 
diferencial en las comunidades indígenas, la 
presentación de los mismos se realizará por los 
representantes de esas comunidades.

Tratándose de proyectos que tengan enfoque 
diferencial en las comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, la 
presentación de los mismos se realizará por los 
representantes de esas comunidades elegidos 
únicamente y de manera autónoma por las 
Organizaciones de Base de Comunidades Negras 
o Consejos Comunitarios de Comunidades 
Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, 
debidamente inscritas en el registro único del 
Ministerio del Interior. Para los efectos previstos 
en este inciso no podrán participar asociaciones 
que estén conformadas por entidades estatales.

Artículo 7°. Se modifica el artículo treinta y seis 
(36) del Capítulo III de la Ley 1530 de 2012, así.

Artículo 36. Secretaría Técnica. La 
Secretaría Técnica de estos órganos colegiados de 
administración y decisión se ejercerá directamente 
por las Secretarías de Planeación o las Regiones 
Administrativas y de Planificación (RAP) de los 
departamentos que forman parte de dicho órgano, 
la cual será designada de manera conjunta. Esta 
se encargará de proporcionar la infraestructura 
logística, técnica y humana requerida para el 
funcionamiento del órgano colegiado, así como 
convocar a sus miembros. Asimismo, tendrá a 
su cargo la relataría y elaboración de actas de las 
sesiones del órgano colegiado.

Parágrafo. Las Regiones de Administración 
y de Planificación (RAP) y las Regiones Entidad 
Territorial (RET) podrán presentar sus proyectos 
a todas las fuentes de financiación nacionales; sin 
embargo, aquellos recursos no podrán ser utilizados 
en gastos de funcionamiento de las regiones, ni los 
departamentos que las constituyen.
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Artículo 8°. Comité asesor. Créase el 
Comité Asesor de la Región Administrativa y 
de Planificación (RAP), conformado por los 
Secretarios de Planeación de los Entes Territoriales 
Asociados, por representantes de la academia 
regional, por los representantes del sector privado 
y de las organizaciones de la sociedad civil de la 
región, por los representantes de los grupos étnicos 
en la región y por los delegados del Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi, del Ministerio 
de Hacienda, del Departamento Nacional de 
Planeación y de los Consejos Territoriales de 
Planeación.

El Comité se encargará de apoyar al Consejo 
Regional Administrativo y de Planificación 
por medio de la prestación de la asesoría 
técnica requerida para el funcionamiento de la 
Región Administrativa de Planeación (RAP), 
particularmente en lo que tiene que ver con la 
elaboración y presentación de proyectos, recaudo 
fiscal, transparencia, eficiencia del gasto, y los 
demás aspectos necesarios para el cumplimiento 
de las funciones de las Regiones de Administración 
y de Planificación (RAP).

El Gobierno nacional, por medio del Ministerio 
del Interior, en un plazo máximo de 12 meses a 
partir de la promulgación de esta ley, determinará 
la forma de asignación y los miembros de este 
comité asesor.

CAPÍTULO II
Regiones Entidades Territoriales

Artículo 9°. Condiciones para la conversión 
de una Región de Administración y Planificación 
(RAP), y de una Región Administrativa y de 
Planeación Especial (RAP-E), en Región Entidad 
Territorial. Para que una Región de Administración 
y Planificación, y una Región Administrativa y de 
Planeación Especial (RAP-E), pueda solicitar su 
conversión en Región Entidad Territorial, deberá 
cumplir con las siguientes condiciones:

1.	 Solicitud formulada por los departamentos 
que conforman la región administrativa y 
de planificación (RAP), y por los departa-
mentos y el Distrito de Bogotá en el caso 
de la Región Administrativa y de Planea-
ción Especial (RAP- E), a través de sus 
gobernadores y alcalde, respectivamente, 
avalada mediante ordenanza por las res-
pectivas asambleas departamentales y del 
Concejo Distrital, en el caso de Bogotá, 
por pertenecer a la región administrativa y 
de planeación especial (RAP-E).

2.	 Contar con un documento técnico de so-
porte, el cual deberá contener como míni-
mo:

•	 Diagnóstico y análisis de las dimensiones 
técnicas que justifiquen su conversión a 
Entidad Territorial, y las dimensiones or-
gánicas y arreglos institucionales con los 
que se daría su participación dentro del 
Sistema Territorial colombiano en materia 

de competencias, funciones y recursos.
•	 Propuesta y hoja de ruta para adelantar su 

proceso de conversión, con las acciones 
que desarrollará en cada plazo, en función 
de los hechos regionales previamente defi-
nidos.

3.	 La solicitud deberá ser presentada al Con-
greso de la República, acompañada del 
proyecto de ley respectivo.

4.	 La Región Administrativa y de Planifica-
ción (RAP) debe haber funcionado como 
tal al menos durante cinco (5) años.

5.	 Concepto previo de la Comisión de Orde-
namiento Territorial.

6.	 La decisión tomada por el Congreso se 
someterá en cada caso a referendo de los 
ciudadanos de los departamentos que con-
forman la región.

Parágrafo 1°. Los departamentos que conformen 
cualquier Región Administrativa de Planificación, 
sólo podrán pertenecer a una Región Entidad 
Territorial.

Parágrafo 2°. Los departamentos que a la entrada 
en vigencia de esta ley no pertenezcan a ninguna 
Región Administrativa y de Planificación (RAP), 
podrán asociarse en una RAP o RET, en cualquier 
momento, cumpliendo con la normatividad 
vigente.

Parágrafo 3°. La conversión de las Regiones 
Administrativas y de Planificación (RAP) en 
Regiones Entidades Territoriales sólo podrá darse a 
partir del año 2022, sin perjuicio del cumplimiento 
de las condiciones señaladas en el presente artículo.

Artículo 10. Atribuciones. La Región Entidad 
Territorial (RET) tendrá las siguientes atribuciones 
orientadas al desarrollo económico y social 
del respectivo territorio, bajo los principios de 
convivencia pacífica, sostenibilidad, inclusión, 
equidad y cierre de brechas intra e interregionales 
y urbano-rurales:

a)	 Adelantar las gestiones necesarias para 
cumplir con las competencias que le seña-
le la Constitución y la ley. Para tal fin, de-
berán contar con la suficiencia financiera, 
técnica e institucional;

b)	 Administrar los recursos que se le asignen 
y establecer los recursos necesarios para 
el cumplimiento de sus funciones consti-
tucionales, legales y ordenanzales. Sobre 
sus recursos propios tendrá autonomía para 
definir su destinación en inversión social y 
sobre los recursos de cofinanciación de la 
nación su destinación se definirá de mane-
ra concertada con el Gobierno nacional;

c)	 Formular, adoptar e implementar políticas, 
planes, programas y proyectos regionales 
que propendan por el desarrollo integral 
sostenible, el ordenamiento territorial y 
la protección y promoción de ecosistemas 
estratégicos, conforme a las funciones y 
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competencias asignadas;
d)	 Ejercer desde su autonomía territorial y en 

lo pertinente, las funciones asignadas a las 
Regiones de Administración y Planifica-
ción (RAP) en el artículo cuarto de la pre-
sente ley;

e)	 Participar en los órganos colegiados de di-
rección y decisión, de las entidades nacio-
nales que intervengan en la región;

f)	 Las demás que le sean asignadas por la 
Constitución y las leyes.

Parágrafo 1°. Las regiones ejercerán sus 
atribuciones en concordancia con los principios de 
coordinación, concurrencia y subsidiariedad que 
constitucionalmente regulan las relaciones entre 
las distintas entidades territoriales.

Parágrafo 2°. En el marco de las atribuciones 
reconocidas a las regiones, la nación procederá 
a trasladarles competencias específicas con un 
enfoque diferencial que tenga en cuenta las 
capacidades institucionales de las mismas. Para 
su cumplimiento implementará un programa de 
regionalización de las políticas, recursos, acciones 
y estructura administrativa de las entidades 
nacionales con impacto en las regiones.

Parágrafo 3°. En cualquier caso, las políticas, 
planes, programas y proyectos promovidos por la 
Región Entidad Territorial (RET) deberán tener un 
impacto regional que será evaluado y definido por 
los órganos de administración.

Parágrafo 4°. El Gobierno nacional, por medio 
del Departamento Nacional de Planeación, con la 
participación de los departamentos, conformará 
una misión de descentralización en los seis (6) 
meses siguientes a la aprobación de la presente ley. 
Esta misión contará con un plazo máximo de 18 
meses para presentar al Congreso de la República 
iniciativas constitucionales y legislativas para 
ordenar y definir la distribución de competencias 
entre la nación y las entidades territoriales 
señaladas en el artículo 286 de la Constitución 
Política.

Artículo 11. Órganos de Administración. Cada 
Región Entidad Territorial (RET) tendrá una junta 
regional compuesta por los gobernadores de los 
departamentos que la conformen y el Alcalde del 
Distrito Capital de Bogotá en el evento en que 
este sea parte. Dicha junta designará un Gerente 
Regional que será el representante de la región, y 
la autoridad regional administrativa de superior 
jerarquía dentro de la estructura orgánica de la 
Región Entidad Territorial (RET). El régimen 
jurídico de funciones, requisitos, período, 
inhabilidades, prohibiciones e incompatibilidades 
será definido por la ley que cree la respectiva 
región.

Las funciones de los órganos de administración 
de la Región Entidad Territorial (RET) no tendrán 
duplicidad de funciones con las que desarrollen 
otros organismos existentes en las entidades 
territoriales que la conforman.

Las competencias y atribuciones de los 
Gobernadores y Alcaldes estipulados en la 
Constitución y la Ley no surtirán menoscabo 
alguno.

Artículo 12. Control Fiscal. La Contraloría 
General de la República será la entidad encargada 
de efectuar la vigilancia de la gestión fiscal de 
las Regiones de Administración y Planificación 
(RAP) y de la Región Entidad Territorial (RET). 
En ninguna circunstancia se podrá crear estructura 
adicional para atender esta labor.

Artículo 13. Financiación de la Región Entidad 
Territorial (RET). Los recursos de inversión de la 
Región Entidad Territorial (RET) provendrán de los 
aportes de las entidades territoriales que concurran 
en su conformación, los recursos provenientes del 
crédito público y la cofinanciación del Presupuesto 
General de la Nación y de otras fuentes de 
financiación territorial, las donaciones en su favor 
y los demás que establezca la Constitución y la ley, 
en concordancia con sus funciones.

El Gobierno nacional podrá asignar una 
partida en las leyes de Presupuesto General de 
la Nación para cofinanciar el cumplimiento de 
las atribuciones conferidas en el artículo 10 de la 
presente ley. Esta partida, en ningún caso, afectará 
los recursos que por concepto del Sistema General 
de Participaciones hayan sido asignados a los 
departamentos, municipios y distritos con base en 
la Constitución y la ley.

Parágrafo 1°. Los Planes de Desarrollo 
Nacionales tendrán en cuenta las asignaciones 
presupuestales realizadas a las Regiones Entidades 
Territoriales (RET) legalmente constituidas, para 
desarrollar estrategias de regionalización de las 
políticas públicas y del presupuesto del plan 
respectivo.

Parágrafo 2°. Las Regiones Entidades 
Territoriales (RET) se sujetarán a las normas 
que, sobre fuentes de financiamiento, incluidas el 
crédito público, aplican a las entidades territoriales 
según la Constitución y la ley.

Artículo 14. Principios para la adopción del 
Estatuto Especial de cada región. Cada Región 
Entidad Territorial (RET) deberá contar con un 
Estatuto Especial que se adoptará con base en los 
siguientes principios:

1.	 Paz integral. La paz integral será fin esen-
cial de la Región Entidad Territorial (RET) 
como valor fundante del Estado Social de 
Derecho que rige en Colombia.

2.	 Reconocimiento de la pluralidad y de la 
diversidad territorial. La autonomía te-
rritorial de las regiones, garantiza formas 
de autogobierno, que siendo compatibles 
con la unidad política del Estado, reconoce 
la diversidad local y regional, por lo cual 
no puede dar un tratamiento idéntico a las 
entidades territoriales.

3.	 Participación ciudadana. Las regiones 
deben garantizar a los ciudadanos la máxi-
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ma participación en el ejercicio del poder 
y en la adopción de decisiones de carac-
terísticas y efectos propios, como técnica 
elemental de eficiencia en la administra-
ción pública, en cumplimiento de uno de 
los fines esenciales del Estado, que facilita 
la participación de todos en las decisiones 
que los afecten y en la vida económica, po-
lítica, administrativa y cultural de las re-
giones.

4.	 Responsabilidad y transparencia. Las 
regiones promoverán de manera activa el 
control social de la gestión pública, incor-
porando instrumentos y ejercicios partici-
pativos de la ciudadanía en la planeación, 
ejecución y rendición final de cuentas, 
como principio de responsabilidad penal, 
fiscal, disciplinaria, política, administrati-
va y de transparencia, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y pu-
blicidad de los asuntos públicos, a fin de 
prevenir y sancionar irregularidades en la 
aplicación de la Constitución y de la ley y 
preservar el cumplimiento de los fines del 
Estado.

5.	 Cierre de brechas socioeconómicas. Será 
objetivo insustituible la búsqueda del pro-
gresivo cierre de brechas entre los terri-
torios que conforman la Región Entidad 
Territorial (RET) y las existentes entre los 
sectores urbano y rural.

6.	 Sostenibilidad ambiental, bajo el princi-
pio de responsabilidad intergeneracional 
en el uso y manejo de los recursos natura-
les.

7.	 Enfoque de derechos y de género, en los 
términos establecidos por la Constitución 
y las leyes, y los fallos jurisprudenciales de 
la Corte Constitucional en esta materia.

8.	 Respeto a la diversidad étnica, cultural 
y de orientación sexual, en reconocimien-
to al derecho a la no discriminación de las 
personas, las minorías y los grupos pobla-
cionales.

Parágrafo. Se incluyen como principios rectores 
de las regiones, los consagrados en el artículo 3° 
de la Ley 1454 de 2011 que están establecidos para 
el ordenamiento territorial.

9.	 Promoción de la Regionalización. La 
Región Entidad Territorial (RET) deberá 
promover la creación integral de la región, 
impulsando la competitividad en el marco 
de la especialización inteligente, la idiosin-
crasia regional, los hechos regionales y la 
subsidiariedad de situaciones regionales de 
las competencias administrativas que los 
departamentos no puedan cumplir.

TÍTULO III
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 15. Control jurisdiccional y 
administrativo. Los medios de control que 

se interpongan contra las actuaciones de las 
autoridades regionales se someterán a las reglas 
de competencia establecidas en la ley para las 
autoridades, organismos o funcionarios del 
nivel departamental. En todo caso, asumirá la 
competencia para conocer de estos asuntos, la 
jurisdicción contencioso administrativa de la sede 
de la respectiva Región Entidad Territorial (RET).

Artículo 16. Desarrollo y armonización de 
la legislación territorial. El Congreso de la 
República, a iniciativa del Gobierno nacional, 
en un plazo máximo de 12 meses a partir de la 
promulgación de esta ley, expedirá un código de 
régimen departamental y un código de régimen 
municipal que integre y armonice la legislación 
vigente sobre la materia.

Artículo 17. Seguimiento. El Departamento 
Nacional de Planeación efectuará el 
acompañamiento y asesoría a la conformación y 
funcionamiento de las Regiones Administrativas 
y de Planificación (RAP) y las Regiones Entidad 
Territorial (RET).

Las Regiones Administrativas y de Planificación 
(RAP) y las Regiones Entidad Territorial (RET) 
rendirán un informe anual sobre su funcionamiento 
y gestión a las comisiones de Ordenamiento 
Territorial del Congreso.

Artículo 18. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la 
República,

Ernesto Macías Tovar.
EL Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de 
Representantes,

Alejandro Carlos Chacón Camargo.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 28 de junio de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
La Ministra del Interior,

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.
La Directora del Departamento Nacional de 

Planeación,
Gloria Amparo Alonso Másmela.

El Subdirector del Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística, Encargado de las Funciones 
del Despacho del Director del Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (DANE),

 Ricardo Valencia Ramírez.
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LEY 1963 DE 2019
(julio 8)

por medio de la cual la Nación rinde homenaje y exalta la vida pública del 
ilustre ciudadano Fernando Tamayo Tamayo, excongresista de Colombia y se 

honra su memoria como figura ejemplar de nuestros tiempos.

desarrollo de la ciudad capital y del país, desde 
su condición de Concejal, Representante a la 
Cámara, y Senador de la República, hasta el día 
que en cumplimiento de su labor congresional, una 
desafortunada falencia física produjo su deceso, el 
Ministerio de Cultura ordenará la elaboración de 
un busto con su figura, indicando su instalación en 
un sitio estratégico de la ciudad capital.

Artículo 7°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la 
República,

Ernesto Macías Tovar.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de 
Representantes,

Alejandro Carlos Chacón Camargo.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 8 de julio de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
La Ministra del Interior,

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
El Viceministro General del Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, encargado de las 
funciones del despacho del Ministro de Hacienda 
y Crédito Público,

Juan Alberto Londoño Martínez.
La Ministra de Cultura,

Carmen Inés Vásquez Camacho.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como 
propósito brindar un homenaje a la memoria 
de quien en vida fuera uno de los Congresistas 
destacados del Congreso colombiano, y reseñar su 
historial de hombre público.

Artículo 2°. El Congreso de Colombia se 
vincula al reconocimiento de sus ejecutorias 
en el destacado paso por esta corporación, a 
la cual perteneció por espacio de veinticuatro 
(24) años, exaltando sus actuaciones como 
legislador, líder ejemplar, consagrado académico 
y persona de grandes cualidades humanas, que 
supo representar responsablemente el ideario del 
Partido Conservador y al colectivo que en muchas 
oportunidades lo eligió.

Artículo 3°. Para preservar la trayectoria de 
su actividad parlamentaria, la mesa directiva 
del honorable Senado de la República ordenará 
compilar los proyectos de ley de su autoría y 
ponencias presentadas, lo mismo que los debates 
e intervenciones más relevantes en los que actuó 
ante el Congreso nacional.

Artículo 4°. El Gobierno nacional a través del 
Ministerio de Cultura autorizará la publicación 
de sus memorias, referidas en el artículo anterior, 
como documento de importancia para ser difundido 
en los escenarios académicos e instrumento 
ejemplarizante para las futuras generaciones.

Artículo 5°. El recinto de sesiones de la 
Comisión Tercera Constitucional Permanente 
del honorable Senado de la República llevará el 
nombre de Fernando Eustacio Tamayo Tamayo, 
en homenaje póstumo a sus grandes aportes a 
la Patria desde esta célula legislativa, a la cual 
perteneció y presidió durante varios períodos, lo 
mismo que en la Cámara de Representantes, por la 
circunscripción electoral de Bogotá, D. C., y con 
tal motivo se colocará un óleo con su rostro y una 
placa alusiva a su nombre.

Artículo 6°. Como tributo de admiración 
y reconocimiento a su dedicación en bien del 
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LEY 1964 DE 2019
(julio 11)

por medio de la cual se promueve el uso de vehículos eléctricos  
en Colombia y se dictan otras disposiciones

El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente Ley tiene por 

objeto generar esquemas de promoción al uso de 
vehículos eléctricos y de cero emisiones, con el fin 
de contribuir a la movilidad sostenible y a la re-
ducción de emisiones contaminantes y de gases de 
efecto invernadero.

Artículo 2°. Definiciones. Para la interpreta-
ción y aplicación de la presente Ley, se tendrán en 
cuenta las siguientes definiciones:

Movilidad Sostenible. Se entenderá por mo-
vilidad sostenible aquella que es capaz de satis-
facer las necesidades de la sociedad de moverse 
libremente, acceder, comunicarse, comercializar 
o establecer relaciones sin sacrificar otros valores 
humanos ecológicos básicos actuales o futuros. Es 
decir, debe incluir principios básicos de eficiencia, 
seguridad, equidad, bienestar (calidad de vida), 
competitividad y salud de conformidad a lo dis-
puesto por el World Business Council for Sustai-
nable Development.

Vehículo eléctrico: Un vehículo impulsado 
exclusivamente por uno o más motores eléctricos, 
que obtienen corriente de un sistema de almace-
namiento de energía recargable, como baterías, u 
otros dispositivos portátiles de almacenamiento de 
energía eléctrica, incluyendo celdas de combus-
tible de hidrógeno o que obtienen la corriente a 
través de catenarias. Estos vehículos no cuentan 
con motores de combustión interna o sistemas de 
generación eléctrica a bordo como medio para su-
ministrar energía eléctrica.

Estación de carga rápida: Sistema que provee 
energía para la carga rápida de las baterías de vehí-
culos eléctricos y que cuenta con una potencia de 
salida superior a 50 kilovatios.

Estación de carga lenta: Equipo que provee 
energía para la carga lenta de baterías de vehículos 
eléctricos y que tiene una potencia de salida entre 
7 kilovatios y 49 kilovatios.

Zona de Parquímetro: Zonas debidamente 
demarcadas y señalizadas, destinadas para el es-
tacionamiento de vehículos en las vías públicas, 
previo pago de una tasa de uso a la administración 
distrital o municipal.

Vehículo de cero emisiones: Vehículo automo-
tor impulsado por cualquier tecnología de motori-
zación que en virtud de la generación de su energía 
para propulsión, no emite emisiones contaminan-
tes al aire ni gases de efecto invernadero.

Artículo 3°. Impuesto sobre Vehículos 
Automotores. Adiciónese el parágrafo 5° al artícu-
lo 145 de la Ley 488 de 1998 el cual quedará así:

Parágrafo 5°. Para los vehículos eléctricos, las 
tarifas aplicables no podrán superar en ningún 
caso, el uno por ciento (1%) del valor comercial 
del vehículo.

Artículo 4°. Descuento sobre la revisión técni-
co-mecánica y de emisiones contaminantes. Den-
tro de los seis meses (6) siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente Ley, el Gobierno nacional, 
en cabeza del Ministerio de Transporte y el Minis-
terio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, regla-
mentará los lineamientos técnicos necesarios para 
la Revisión Técnico-Mecánica y de emisiones con-
taminantes en el caso de vehículos eléctricos; así 
mismo establecerán un descuento en el valor de la 
Revisión Técnico-Mecánica y de emisiones con-
taminantes consagrada en la Ley 1383 de 2010, a 
los vehículos eléctricos. La tarifa de descuento se 
establecerá teniendo en cuenta que estos vehículos 
tienen un equipamiento tecnológico diferente y no 
generan emisiones de gases contaminantes.

Las compañías aseguradoras del sector finan-
ciero y cooperativo establecerán un descuento del 
diez (10%) en las primas de los seguros SOAT (Se-
guro Obligatorio de Accidente de Tránsito) de los 
vehículos eléctricos objeto de esta Ley.

El beneficio de primas será registrado ante la 
Superintendencia Financiera de Colombia para su 
comprobación.

Artículo 5°. Incentivos al uso de vehículos 
eléctricos y de cero emisiones otorgados por 
parte de las entidades territoriales. Las entida-
des territoriales podrán desarrollar, promover y 
ofertar la adopción de esquemas de incentivos 
económicos para impulsar la movilidad eléctrica 
a nivel territorial tales como descuentos sobre el 
registro o impuesto vehicular, tarifas diferencia-
das de parqueaderos o exenciones tributarias.

Artículo 6°. Restricción a la circulación vehi-
cular. Los vehículos eléctricos y de cero emisiones 
estarán exentos de las medidas de restricción a la 
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circulación vehicular en cualquiera de sus modali-
dades que la autoridad de tránsito local disponga 
(pico y placa, día sin carro, restricciones por ma-
teria ambiental, entre otros), excluyendo aquellas 
que se establezcan por razones de seguridad.

Artículo 7°. Parqueaderos preferenciales. Las 
entidades públicas y los establecimientos comer-
ciales que ofrezcan al público sitios de parqueo, 
en los municipios de categoría especial y los de 
primera y segunda categoría de acuerdo con lo es-
tablecido en la Ley 617 de 2000, deberán destinar 
un porcentaje mínimo del dos por ciento (2%) del 
total de plazas de parqueo habilitados, para el uso 
preferencial de vehículos eléctricos.

El Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Transporte, dentro de los doce (12) meses siguien-
tes a la entrada en vigencia de la presente Ley, de-
berá reglamentar vía decreto, la identificación de 
los parqueaderos preferenciales a los que se refiere 
el presente artículo, incluyendo un logotipo y co-
lor para los mismos.

En ningún caso, el inciso anterior podrá aten-
tar contra las plazas de parqueo para personas de 
movilidad reducida que consagra la Ley 1287 de 
2009 ni la prioridad a los cicloparqueaderos que 
contempla la Ley 1811 de 2016.

Artículo 8°. Iniciativa pública de uso de 
vehículos eléctricos. Dentro de los seis (6) años 
a la entrada en vigencia de la presente ley, el Go-
bierno nacional en su conjunto, los municipios de 
categoría 1 y Especial exceptuando: los de Tuma-
co y Buenaventura y los prestadores del servicio 
público de transporte deberán cumplir con una 
cuota mínima del treinta (30) por ciento de vehí-
culos eléctricos en los vehículos que anualmente 
sean comprados o contratados para su uso, tenien-
do en cuenta las necesidades de cada entidad para 
el caso del Gobierno nacional y la infraestructura 
con que cuenten.

Parágrafo 1°. La anterior disposición solo apli-
cará para los segmentos de vehículos eléctricos 
que para la fecha en que se compren o contraten, 
tengan una oferta comercial en Colombia.

Parágrafo 2°. La Contraloría General de la Re-
pública será la entidad encargada de hacer segui-
miento y control al cumplimiento del presente ar-
tículo.

Parágrafo 3°. Las ciudades que cuenten con Sis-
temas de Transporte Masivo deberán implementar 
políticas públicas y acciones tendientes a garanti-
zar que un porcentaje de los vehículos utilizados 
para la operación de las flotas, sean eléctricos o de 
cero emisiones contaminantes cuando se pretenda 
aumentar la capacidad transportadora de los siste-
mas, cuando se requiera reemplazar un vehículo 
por destrucción total o parcial que imposibilite su 
utilización o reparación y cuando finalice su vida 

útil y requiera reemplazarse, de acuerdo con el si-
guiente cronograma:

A partir de 2025, mínimo el diez (10) por ciento 
de los vehículos adquiridos.

A partir de 2027, mínimo el veinte (20) por 
ciento de los vehículos adquiridos.

A partir de 2029, mínimo el cuarenta (40) por 
ciento de los vehículos adquiridos. 

A partir de 2031, mínimo el sesenta (60) por 
ciento de los vehículos adquiridos.

A partir de 2033, mínimo el ochenta (80) por 
ciento de los vehículos adquiridos.

A partir de 2035, mínimo el cien (100) por cien-
to de los vehículos adquiridos.

Parágrafo 4°. La disposición y cumplimiento 
del presente artículo se hará sin perjuicio de lo es-
tablecido en la Ley 80 de 1993, en particular con 
los principios de selección objetiva.

Artículo 9°. Estaciones de carga rápida. Den-
tro de los tres (3) años siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley, los municipios de cate-
goría especial, excluyendo de estos a Buenaventu-
ra y Tumaco, podrán garantizar que existan en su 
territorio, como mínimo, cinco (5) estaciones de 
carga rápida en condiciones funcionales. Para la 
construcción de la infraestructura de las estaciones 
de que trata el presente artículo, los municipios po-
drán realizar asociaciones público-privadas.

Para el cumplimiento de la meta establecida en 
este artículo, se tendrán en cuenta las estaciones 
operadas por privados pero puestas al servicio del 
público en general.

Parágrafo 1°. En el mismo período de tiempo, 
Bogotá, D. C. deberá garantizar que existan como 
mínimo, veinte (20) estaciones de carga rápida en 
condiciones funcionales.

Parágrafo 2°. La baja oferta de vehículos eléc-
tricos no podrá ser una causal que exima a los mu-
nicipios de cumplir la anterior disposición.

Parágrafo 3°. La instalación de las estaciones de 
carga rápida es responsabilidad de los municipios. 
Sin embargo, el funcionamiento de las mismas 
será garantizado por las respectivas empresas de 
energía que prestan el servicio a cada municipio.

Parágrafo 4°. En concordancia con el objeto de 
la presente ley, los municipios quedarán facultados 
para desarrollar infraestructura de recarga de vehí-
culos eléctricos en su espacio público.

Parágrafo 5°. El Gobierno nacional en cabeza 
del Ministerio de Minas y Energía, reglamentará 
las condiciones necesarias para que en las esta-
ciones de recarga de combustible fósil se pueda 
ampliar la oferta de servicios al incluir puntos de 
recarga para vehículos eléctricos.

Artículo 10. Disposiciones urbanísticas. Las 
autoridades de planeación de los distritos y muni-
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El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Ernesto Macías Tovar.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente (E) de la honorable Cámara de 
Representantes,

Atilano Alonso Giraldo Arboleda.

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

 Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de julio de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

La Ministra de Minas y Energía,

María Fernanda Suárez Londoño.

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

José Manuel Restrepo Abondano.

El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble,

Ricardo José Lozano Picón.

La Ministra de Transporte,

Ángela María Orozco Gómez.

cipios de categoría especial, 0, 1, 2 y 3 junto con 
el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, re-
glamentarán los lineamientos técnicos necesarios 
para garantizar que los edificios de uso residencial 
y comercial, cuya licencia de construcción se radi-
que en legal y debida forma, a partir de la entrada 
en vigencia de la presente Ley, cuenten con una 
acometida de electricidad para carga o el repostaje 
de vehículos eléctricos. Los accesos a la carga de-
berán contar con las medidas de seguridad necesa-
rias orientadas a que sea el respectivo propietario 
quien acceda para efectos de asumir el costo del 
consumo.

Parágrafo 1°. Para efectos del cumplimiento de 
la obligación establecida en el presente artículo, el 
constructor deberá dejar la infraestructura de sopor-
te cercana al lugar de parqueo, sin incluir cableado, 
equipos de conexión para la recarga o repostaje co-
rrespondiente. Por su parte, el Ministerio de Minas 
y Energía establecerá las obligaciones y responsa-
bilidades de las empresas prestadoras del servicio 
público de energía y del propietario del inmueble 
con respecto a la presente obligación.

Parágrafo 2°. Los proyectos de Vivienda de In-
terés Social y de Interés Prioritario estarán excep-
tuados del cumplimiento de la obligación contem-
plada en el presente artículo.

Artículo 11. Todas las empresas importadoras 
de vehículos eléctricos o híbridos deben garanti-
zar el importe de autopartes y repuestos para los 
vehículos de estas características. El Gobierno na-
cional a través del Ministerio de Transporte y el 
Ministerio de Comercio reglamentarán la medida.

Artículo 12. Vigencia y derogatorias. La pre-
sente Ley rige a partir de su promulgación y dero-
ga todas las disposiciones que le sean contrarias.

LEY 1965 DE 2019
(julio 11)

por medio de la cual la Nación se asocia a la conmemoración 
de los cien (100) años de fundación del municipio de Acacías 
en el departamento del Meta, rinde homenaje a sus habitantes  

y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La nación se asocia a la conmemo-
ración de los cien (100) años de fundación del mu-
nicipio de Acacías, departamento del Meta, hecho 
que sucedió el 7 de agosto de 1920.

Artículo 2°. La nación hace un reconocimiento 
al municipio de Acacías, a su vocación agrícola y 
pecuaria siendo una despensa de vital importancia 
para Colombia, resalta las virtudes de sus habitan-
tes, su honradez, su creatividad, su excelsa pro-
ducción cultural y sus aportes como municipio al 
desarrollo social y económico del país y la región.
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Artículo 3°. El Gobierno nacional y el Congreso 
de la República de Colombia rendirán honores al 
municipio de Acacías, el 7 de agosto del año 2020, 
y se presentarán con sus respectivas comisiones a 
los actos conmemorativos que tengan lugar.

Artículo 4°. Autorícese al Gobierno nacional 
para que de conformidad con los criterios de con-
currencia, complementariedad y subsidiaridad, 
asigne en el Presupuesto General de la Nación, e 
impulse a través del Sistema de Cofinanciación, 
las partidas presupuestales necesarias a fin de ade-
lantar proyectos, obras de infraestructura y activi-
dades de interés público y social, promotoras del 
desarrollo regional, que beneficiarán a la comuni-
dad del municipio de Acacías y del departamento 
del Meta.

Artículo 5°. Para dar cumplimiento a lo dispues-
to en la presente ley, se autoriza al Gobierno na-
cional la celebración de los contratos y convenios 
interadministrativos necesarios entre la nación y el 
municipio de Acacías, así como para efectuar los 
créditos, contracréditos y los traslados presupues-
tales a que haya lugar.

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación y deroga las disposicio-
nes que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Ernesto Macías Tovar.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente (E) de la honorable Cámara de 
Representantes,

Atilano Alonso Giraldo Arboleda.

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

 Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de julio de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

La Ministra del Interior,

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera. 

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Andrés Rafael Valencia Pinzón.

LEY 1966 DE 2019
(julio 11)

por medio de la cual se adoptan medidas para la gestión y transparencia 
en el Sistema de Seguridad Social en Salud  y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Del objeto y alcance. La presen-
te ley adopta medidas a fin de mejorar la trans-
parencia, vigilancia, control y aplicación del uso 
de los recursos financieros del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. Mejorar la eficiencia 
de operación y transparencia a través de la unifi-
cación de los sistemas de información de gestión 
financiera y asistencial, la publicación de informa-
ción esencial para el control social y rendición de 
cuentas de los agentes del sector; así como intro-
ducir decisiones de operación de la prestación de 
servicios y mecanismos de asignación de recursos 
para el aseguramiento por desempeño, con el fin 
de promover la alineación entre agentes del sector, 
que logre resultados encaminados hacia el mejora-
miento de la salud y de la experiencia de la pobla-
ción colombiana en los servicios de salud.

Artículo 2°. El Sistema Integrado de Control, 
Inspección y Vigilancia para el Sector Salud. 
Créase el Sistema Integrado de Control, Inspec-
ción y Vigilancia para el Sector Salud, a partir de 
la acción especializada y coordinada entre la Su-
perintendencia Financiera, Superintendencia de 
Sociedades, la Superintendencia de Industria y 
Comercio y la Superintendencia Nacional de Sa-
lud, bajo la coordinación y dirección de esta últi-
ma quien será la encargada de adelantar el proceso 
sancionatorio, sin causar cargo alguno por sobreta-
sas, o tarifas de contribución adicionales.

La Superintendencia Financiera podrá servir de 
asesor técnico, brindar capacitación, emitir con-
ceptos, transferencia de conocimiento, y mejores 
prácticas para el fortalecimiento de la Superinten-
dencia Nacional de Salud, con el fin de que esta 
ejerza la inspección, vigilancia y control sobre las 
Entidades Promotoras de Salud u otras asegurado-
ras en salud, así mismo, sobre operadores logís-
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ticos de tecnologías en salud y gestores farma-
céuticos, en lo que corresponde a las condiciones 
financieras y a las buenas prácticas de gobierno 
corporativo que deben cumplir estas entidades. La 
Superintendencia Financiera emitirá un informe 
anual sobre el desempeño de los principales indi-
cadores financieros de estas entidades.

La Superintendencia de Sociedades ejercerá la 
inspección, vigilancia y control sobre las socieda-
des del sector salud y empresas unipersonales que 
operen en el sector, a efecto de verificar el cumpli-
miento de las normas de derecho de sociedades y 
demás asignadas a este ente de control. El Gobier-
no reglamentará la materia.

La Superintendencia de Industria y Comercio 
ejercerá la vigilancia, control e inspección sobre 
la promoción de la competencia en el sector salud, 
mediante la imposición de multas cuando se in-
frinjan las disposiciones de prácticas comerciales 
restrictivas a la competencia y competencia des-
leal, fusiones y obtención de control de empresas 
en el mercado de la salud y el abuso de posición de 
dominante, entre otras.

Parágrafo 1°. Se entiende por gestores farma-
céuticos los operadores logísticos, cadenas de 
droguerías, cajas de compensación y/o estableci-
mientos de comercio, entre otros, cuando realicen 
la dispensación ambulatoria en establecimientos 
farmacéuticos a los afiliados del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud por encargo contrac-
tual de las EPS, IPS y de otros actores del sistema.

Parágrafo 2°. Respecto de las investigaciones 
para determinar si se configuran grupos empresa-
riales o situaciones de control, en los términos del 
artículo 30 de la Ley 222 de 1995, la competencia 
será de la Superintendencia de Sociedades.

Artículo 3°. Del Sistema Integral de Información 
Financiera y Asistencial. El sistema integral de in-
formación financiera y asistencial tendrá por ob-
jeto agilizar la transmisión y evaluación de la in-
formación financiera, de manera que se acelere el 
flujo de recursos y la transparencia que soportan 
las transacciones entre los agentes del sector salud.

El diseño e implementación del sistema estará a 
cargo del Ministerio de Salud y Protección Social, 
quien tendrá la concurrencia y apoyo del Ministe-
rio de Tecnologías de la Información y las Comu-
nicaciones, en el proceso de garantía de conexión 
de todos los agentes del sector, según sus compe-
tencias.

Para efectos de la inspección, vigilancia y con-
trol, el Ministerio de Salud y Protección Social 
definirá los contenidos técnicos de conectividad, 
lineamientos y estándares técnicos de interopera-
bilidad de los sistemas de información de cada uno 

de los actores del sistema, con el fin de alcanzar las 
condiciones necesarias para implementar el Siste-
ma Integral de Información Financiera y Asisten-
cial.

La Superintendencia de Salud administrará la 
información necesaria para efectos de inspección, 
vigilancia y control.

Artículo 4°. Registro de Contratación de 
Servicios y Tecnologías de Salud. El Ministerio 
de Salud y Protección Social creará un portal de 
registro electrónico, en el cual se deberá reportar 
los intercambios comerciales de prestación de ser-
vicios en salud y tecnologías en salud. En los ca-
sos donde no medie contrato, como: las atenciones 
de urgencias y similares, en este caso, el reporte 
será posterior. Se excluye de esta información, las 
transacciones que sean con recursos propios de 
las personas naturales y jurídicas. La información 
contenida en dicha plataforma será de público ac-
ceso cuando involucre recursos del Sistema de Se-
guridad Social en Salud.

El Gobierno nacional definirá los estándares 
de la información requerida y su periodicidad de 
reporte, que deberán incluir: la modalidad de con-
tratación, información financiera, gastos en salud, 
pagos por los servicios de salud, número y tipo de 
prestaciones de servicios y tecnologías en salud 
contratadas. La operación del sistema de informa-
ción de registro de contratación estará a cargo del 
Ministerio de Salud y Protección Social o quien 
este designe.

Artículo 5°. Valores Máximos de Recobros. 
En ningún caso la administradora de los Recursos 
del Sistema General de Seguridad Social en Sa-
lud (ADRES), podrá reconocer y pagar servicios y 
tecnologías en salud no financiados con cargo a los 
recursos de la UPC, salvo los recursos destinados 
al saneamiento de pasivos estipulado en la presen-
te ley, cuando estos sean superiores a los valores 
y techos máximos que para el efecto establezca el 
Ministerio de Salud y Protección Social, a partir de 
una metodología que tenga en cuenta los valores 
recobrados o cobrados, y considerando incentivos 
por el uso eficiente de los recursos. La Adminis-
tradora de los Recursos del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud (ADRES) reportará y 
enviará al Ministerio de Salud y Protección Social 
las bases de datos estandarizados de conformidad 
con el mecanismo, periodicidad, variables, oportu-
nidad, detalle y calidad que dicho ministerio defi-
na, a través del portal de registro electrónico y del 
Sistema Integral de Información contenidos en la 
presente ley.

Artículo 6°. Prácticas riesgosas financieras 
y de atención en salud en el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. En concordancia con 
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el Sistema Preventivo de Prácticas Riesgosas del 
artículo 12 de la Ley 1474 de 2011 y con la orga-
nización del aseguramiento del artículo 14 de la 
Ley 1122 de 2007, sin perjuicio de la aplicación 
de las sanciones previstas en la ley, se consideran 
como prácticas riesgosas –sin ser las únicas– las 
siguientes:

6.1	  Los pagos, compensaciones de cuentas, 
desembolsos, descuentos o devoluciones con base 
en notas crédito simulados o sin debido sustento 
real o fáctico.

6.2	  Los acuerdos expresos o tácitos para la en-
trega directa o indirecta de beneficios como: pagos 
o subsidios a cualquier actor del Sistema General 
de Seguridad Social de Salud con el propósito de 
inducir o incentivar la compra o uso de un deter-
minado producto o servicio, o de obtener exclusi-
vidad desleal entre un proveedor y un prestador de 
servicios o de una aseguradora en salud.

6.3	  El pago de acreencias a los socios o enti-
dades que tengan participación en la entidad ase-
guradora en salud, sin haber solventado en primera 
instancia las obligaciones con sus acreedores ex-
ternos.

Artículo 7°. Reorganización y racionalización 
de las redes prestadoras de servicios de salud. Los 
Departamentos, en coordinación con los Munici-
pios de su jurisdicción, y los Distritos, reorgani-
zarán la oferta de prestación de servicios de salud 
teniendo en cuenta los prestadores públicos, pri-
vados y mixtos. También promoverá la racionali-
zación de servicios y el control de la oferta de los 
mismos en su territorio, privilegiando la red pú-
blica y atendiendo los principios de transparencia, 
coordinación, concurrencia, complementariedad, 
eficiencia, responsa-bilidad, austeridad y asocia-
ción, así como las normas que hacen parte del 
régimen de protección de la libre competencia en 
materia del control de integraciones empresariales 
y además las normas especiales que aplican al sec-
tor salud sobre tales materias.

El resultado de los citados procesos podrá ser la 
conformación o reorganización de Empresas So-
ciales del Estado con Unidades Prestadoras de Ser-
vicios de Salud, del orden departamental, distrital 
o municipal, que puedan tener una administración 
común, responsables de la prestación de los servi-
cios de salud en los diferentes niveles de comple-
jidad, incluidos sus procesos internos. Lo anterior 
sin afectar la prestación del servicio de salud a los 
usuarios.

El Gobierno nacional, en un plazo de seis (6) 
meses a partir de la expedición de la presente ley, 
reglamentará la organización y la operación de la 
red prestadora de servicios de salud.

Parágrafo 1°. Lo anterior en consonancia con lo 
dispuesto en la Sentencia T-357 de 2017, respecto 
de la prestación de servicios en Salud, en los terri-
torios con población indígena dispersa.

Parágrafo 2°. El régimen de contratación, venta 
de servicios y vinculación de personal de las socie-
dades de economía mixta, integrantes del sistema 
general de seguridad social en salud, será el Dere-
cho Privado.

Artículo 8°. Programa de Saneamiento Fiscal y 
Financiero para las Empresas Sociales del Estado. 
Es un programa integral, institucional, financiero y 
administrativo, que tiene por objeto restablecer la 
solidez económica y financiera de estas empresas 
y asegurar la continuidad, la calidad y la oportuni-
dad en la prestación del servicio público de salud 
para toda la población en el territorio nacional, en 
especial, en las zonas marginadas o de baja densi-
dad poblacional.

Las Empresas Sociales del Estado, categori-
zadas en riesgo medio o alto, deberán adoptar un 
Programa de Saneamiento Fiscal y Financiero, 
conforme a la metodología definida por los Minis-
terios de Salud y Protección Social, y de Hacienda 
y Crédito Público, el cual reglamentará las condi-
ciones de adopción y ejecución correspondientes.

Las Empresas Sociales del Estado cuyos Pro-
gramas de Saneamiento Fiscal y Financiero se en-
cuentren en proceso de viabilidad o debidamente 
viabilizados por el Ministerio de Hacienda y Cré-
dito Público, a la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley, no serán objeto de categorización 
de riesgo hasta tanto el programa no se encuentre 
culminado.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
apoyado por el Ministerio de Salud y Protección 
Social, definirá los parámetros generales de adop-
ción, seguimiento y evaluación de los programas a 
que hace referencia este artículo y tendrá a cargo la 
viabilidad y evaluación de los mismos.

Los recursos que destine la nación, las entida-
des territoriales, las Leyes 1608 de 2013, 1797 
de 2016 y demás disposiciones, se podrán aplicar 
conforme a la reglamentación definida por el Mi-
nisterio de Hacienda y Crédito Público.

Parágrafo 1°. A las Empresas Sociales del Es-
tado que hayan sido remitidas por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público a la Superintendencia 
Nacional de Salud, antes de la entrada en vigencia 
de la presente ley, se les aplicará la | metodología 
de categorización del riesgo y, en consecuencia, 
presentarán el programa de saneamiento fiscal y 
financiero ante el Ministerio de Hacienda y Crédi-
to Público.
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Parágrafo 2°. Las fundaciones que sean catego-
rizadas en riesgo medio o alto por el Ministerio 
de Salud y Protección Social, podrán adoptar un 
Programa de Saneamiento Fiscal y Financiero en 
las condiciones establecidas en el presente artí-
culo, de conformidad con la reglamentación que 
para el efecto expida el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, y podrán acceder a los recursos 
del Programa de Saneamiento Fiscal y Financiero 
de que trata la Ley 1608 de 2013 y demás normas 
concordantes.

Parágrafo 3°. El incumplimiento de lo dispues-
to en el presente artículo genera responsabilidad 
disciplinaria y fiscal para los representantes lega-
les y revisores fiscales, de las entidades territoria-
les y de las Empresas Sociales del Estado, según 
corresponda.

Parágrafo 4°. Las entidades territoriales, en 
un término de tres (3) años contados a partir de 
la entrada en vigencia de la presente ley, deberán 
cumplir con lo establecido en este artículo en el 
marco del Programa de Reorganización, Redise-
ño y Modernización de las Redes de Prestación 
de Servicios de Salud, según reglamentación que 
implemente el Gobierno nacional, conforme a los 
recursos dispuestos para la financiación de los pro-
gramas de saneamiento fiscal y financiero de las 
ESE.

Artículo 9°. Aplicación de las medidas del Plan 
de Saneamiento Fiscal y Financiero. A partir de 
la fecha de presentación de los programas de sa-
neamiento fiscales y financieros que adopten las 
ESE categorizadas en riesgo medio o alto, y has-
ta que se emita el pronunciamiento del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, no podrá iniciarse 
ningún proceso ejecutivo contra la ESE y se sus-
penderán los que se encuentren en curso. Durante 
la evaluación del programa se suspende el término 
de prescripción y no opera la caducidad de las ac-
ciones respecto de los créditos contra la ESE.

Como consecuencia de la viabilidad del progra-
ma se levantarán las medidas cautelares vigentes 
y se terminarán los procesos ejecutivos en curso. 
Serán nulas de pleno derecho las actuaciones judi-
ciales con inobservancia de la presente medida. Lo 
anterior no tendrá aplicación cuando se presente 
concepto de no viabilidad por parte del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, en este caso el Mi-
nisterio de Salud y Protección Social y la Superin-
tendencia Nacional de Salud deben dar aplicación 
al artículo 7° de la presente ley.

Artículo 10. Apoyo al cumplimiento de acuer-
dos de reestructuración y saneamiento de entida-

des del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud. En la distribución de los recursos que des-
tine la nación y las entidades territoriales, para los 
programas de saneamiento fiscal y financiero, ten-
drán prelación las Empresas Sociales del Estado.

Artículo 11. Saneamiento de Pasivos. En la fe-
cha de corte que determine el Gobierno nacional, 
se realizará un proceso de aclaración de los pasi-
vos entre todos los responsables de pago del Siste-
ma de Seguridad Social en Salud, las IPS y demás 
proveedores de tecnologías en Salud.

Para este fin se tendrá en cuenta como mínimo 
lo siguiente:

1. Criterios de auditorías estandarizados.

2.  Cruces de información que podrán ser apo-
yados por el Ministerio de Salud y Protección So-
cial y/o la Superintendencia Nacional de Salud.

3. Con el resultado del procedimiento de audi-
toría, aclaración y conciliación de cuentas, se ela-
borará un inventario de deudas y responsables del 
pago. Las cuentas que no puedan ser conciliadas 
se resolverán por la Superintendencia Nacional de 
Salud, en ejercicio de su función jurisdiccional, 
dentro de los términos que defina el reglamento.

4. Las deudas a cargo de la ADRES y las en-
tidades territoriales, serán saneadas por el Estado 
según sus competencias. Para este fin, se podrán 
establecer mecanismos financieros que otorguen 
liquidez al sector y permitan garantizar el pago.

5. Los responsables de pago de deudas privadas 
deberán acelerar procesos de capitalización y po-
drán acceder, con las respectivas garantías, a cré-
ditos estructurados con la banca de segundo piso, 
que respaldarán y/o asumirán los propietarios de 
las EPS.

Concluido el proceso de aclaración y determi-
nada la forma de pago de las acreencias, de manera 
inmediata se deberán realizar los ajustes contables 
que correspondan, según lo definido en el artículo 
9° de la Ley 1797 de 2016 y demás normas apli-
cables.

Artículo 12. Giro Directo. Los recursos que se 
dispongan por la nación o las entidades territoria-
les para el saneamiento durante el período que de-
termine el Ministerio de Salud y Protección Social, 
y los recursos corrientes de la UPC serán girados 
por la Administradora de los Recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud (ADRES) 
en nombre de las Entidades Promotoras de Salud, 
al prestador de Servicios de Salud o proveedores 
de tecnologías en salud. De igual forma se proce-
derá con las posibles líneas de créditos que se es-
tructuren por la banca de segundo piso.
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cio de que su implementación sea gradual por tipo 
de vigilado y/o estructura o tamaño de las opera-
ciones que desarrolla.

Artículo 15. Factura electrónica en salud. To-
dos los prestadores de servicios de salud están 
obligados a generar factura electrónica para el co-
bro de los servicios y tecnologías en salud. Debe-
rán presentarla, al mismo tiempo ante la DIAN y 
la entidad responsable de pago con sus soportes en 
el plazo establecido en la ley, contado a partir de 
la fecha de la prestación del servicio, de la entrega 
de la tecnología en salud o del egreso del paciente, 
prescribirá el derecho en los términos de ley.

El Ministerio de Salud y Protección Social de-
finirá los lineamentos, soportes y términos que de-
ben cumplir las facturas, incluyendo los requisitos 
asociados al Registro Individual de Prestación de 
Servicios de Salud (RIPS), y en lo que sea perti-
nente en coordinación con la Dirección de Impues-
tos y Aduanas Nacionales (DIAN).

En todo caso la generación de los RIPS se reali-
zará al momento de prestar el servicio, de la entre-
ga de tecnología en salud o del egreso del paciente.

Artículo 16. Planeación del Presupuesto de las 
Empresas Sociales del Estado. Las Empresas So-
ciales del Estado que no se encuentren catalogadas 
en riesgo financiero, o que no sean objeto de pla-
nes o medidas de saneamiento fiscal y financiero 
por este motivo, podrán elaborar y ejecutar sus 
presupuestos basándose en sus estados financie-
ros: balance, estado de resultados y flujo de caja, y 
sus respectivas proyecciones.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
en coordinación con el Ministerio de Salud y Pro-
tección Social, impartirá las instrucciones para dar 
cumplimiento a lo anterior.

Artículo 17. Facultades de la Superintendencia 
Nacional de Salud. Las decisiones administrativas 
que en ejercicio de sus funciones adopte la Super-
intendencia Nacional de Salud, en el marco de las 
medidas establecidas en el numeral 5 del artículo 
37 de la Ley 1122 de 2007, así como las de revoca-
toria total o parcial de habilitación o autorización 
de funcionamiento de las Empresas Promotoras de 
Salud previstas en el artículo 230 de la Ley 100 de 
1993, de igual forma las previstas en el artículo 
125 de la Ley 1438 de 2011, serán de ejecución 
inmediata.

El recurso de reposición que se interponga con-
tra este acto administrativo, se concederá en el 
efecto devolutivo.

Artículo 18. Información para el control de 
aplicación eficiente de los recursos del SGSSS. 
Las personas naturales y jurídicas que se en-
cuentren dentro del ámbito de vigilancia de la 

La UPC que se reconozca con posterioridad a 
la fecha de corte para el saneamiento, se destinará 
para pagar las obligaciones corrientes. Durante el 
período de saneamiento, las utilidades que se pu-
dieran generar en las EPS, deberán capitalizarse 
para disminuir los pasivos hasta que culmine el 
pago de las deudas determinadas según este artí-
culo.

La Superintendencia Nacional de Salud, el Mi-
nisterio de Salud y Protección Social realizará el 
seguimiento permanente a la oportunidad del giro 
de los recursos, así como a su destinación.

Parágrafo. No estarán sujetas a lo dispuesto en 
este artículo las EPS adaptadas del Estado y aque-
llas que en su desempeño financiero cumplan con 
el patrimonio adecuado.

Artículo 13. Incentivos a la gestión y resulta-
dos en salud. El Ministerio de Salud y Protección 
Social, con el apoyo de la Superintendencia Fi-
nanciera, la Superintendencia Nacional de Salud 
y la Administradora de los recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud (ADRES), 
diseñará e implementará mecanismos para que los 
prestadores de servicios de salud obtengan incen-
tivos por el logro de resultados en: salud, pronto 
pago, reducción de la tendencia de eventos de alto 
costo, entre otros.

El Ministerio de Salud y Protección Social defi-
nirá los resultados e indicadores de salud trazado-
ra, financiera y de tendencias de costos, así como 
el origen y variación de los recursos destinados 
para este fin, entre los cuales podrá incluir la sub-
cuenta de promoción de la salud.

Los incentivos podrán ser diseñados conside-
rando: la flexibilización o endurecimiento de las 
condiciones financieras y requerimientos patrimo-
niales, asignación de recursos adicionales a la UPC 
susceptibles de ser parte de la utilidad, incentivos 
por resultados y calidad en el servicio de las IPS.

Artículo 14. Sistema de Administración de 
Riesgos. Toda entidad que opere dentro del Siste-
ma General de Seguridad Social en Salud debe-
rá implementar un Sistema de Administración de 
Riesgos que le permita identificar, medir, controlar 
y monitorear todos los riesgos a los que está ex-
puesta en su operación. Este sistema debe incluir 
la gestión del riesgo en salud, financiero y opera-
tivo.

La Superintendencia Nacional de Salud esta-
blecerá los lineamientos de este sistema para cada 
tipo de sus entidades vigiladas.

Parágrafo. La implementación del Sistema de 
Administración de Riesgos se realizará de manera 
obligatoria para todas las entidades vigiladas por 
la Superintendencia Nacional de Salud, sin perjui-
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Superintendencia Nacional de Salud, como sus 
representantes legales, directores o secreta-
rios de salud, o quienes hagan sus veces, jefes 
de presupuesto, tesoreros; demás funcionarios 
responsables de la administración y manejo de 
los recursos del sector salud en las entidades te-
rritoriales, funcionarios y empleados del sector 
público y privado de las entidades vigiladas por 
dicha Superintendencia, deberán reportar la in-
formación necesaria para el control de la apli-
cación eficiente de los recursos del SGSSS con 
la calidad exigida en la normatividad prevista 
para tal fin. El incumplimiento de esta obliga-
ción dará lugar a la aplicación de las sanciones 
previstas en el artículo 130 de la Ley 1438 de 
2011, previo el trámite del procedimiento admi-
nistrativo sancionatorio contemplado en el artí-
culo 128 de la mencionada ley, o las leyes que 
lo modifiquen.

Artículo 19. Vigencia. La presente ley rige des-
de el momento de su promulgación y deroga las 
demás normas que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Ernesto Macías Tovar.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente (E) de la honorable Cámara de 
Representantes,

Atilano Alonso Giraldo Arboleda.

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

 Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de julio de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

El Ministro de Salud y Protección Social,

Juan Pablo Uribe Restrepo.

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,
José Manuel Restrepo Abondano

LEY 1967 DE 2019
(julio 11)

por la cual se transforma el Departamento Administrativo del Deporte, la 
Recreación, la Actividad Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre (Col-

deportes) en el Ministerio del Deporte.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Naturaleza y denominación. Trans-
fórmese el Departamento Administrativo del De-
porte, la Recreación, la Actividad Física y el Apro-
vechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) en el 
Ministerio del Deporte como organismo principal 
de la Administración pública, del nivel central, rec-
tor del sector y del Sistema Nacional del Deporte.

Artículo 2°. Integración del sector. El sector 
deporte, recreación, actividad física, y aprovecha-
miento del tiempo libre está integrado por el Mi-
nisterio del Deporte y por las entidades que se le 
adscriban o vinculen.

Artículo 3°. Objeto. El Ministerio del Depor-
te tendrá como objetivo, dentro del marco de sus 
competencias y de la ley, formular, adoptar, dirigir, 
coordinar, inspeccionar, vigilar, controlar y ejecutar 
la política pública, planes, programas y proyectos 
en materia del deporte, la recreación, el aprovecha-
miento del tiempo libre y la actividad física para 
promover el bienestar, la calidad de vida, así como 
contribuir a la salud pública, a la educación, a la 
cultura, a la cohesión e integración social, a la con-
ciencia nacional y a las relaciones internacionales, 
a través de la participación de los actores públicos 
y privados.

Artículo 4°. Funciones. Para el cumplimiento de 
su objeto, el Ministerio del Deporte cumplirá, ade-
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más de las señaladas en la Constitución Política y 
en el artículo 59 de la Ley 489 de 1998, las siguien-
tes funciones:

1.	  Formular, coordinar la ejecución y evaluar 
las políticas, planes, programas y proyectos en ma-
teria del deporte, la recreación, la actividad física, y 
el aprovechamiento del tiempo libre.

2.	  Dirigir y orientar la formulación, adopción 
y evaluación de las políticas, planes, programas y 
proyectos del sector administrativo del deporte, re-
creación, actividad física, y aprovechamiento del 
tiempo libre.

3.	  Formular, adoptar, coordinar la ejecución y 
evaluar estrategias para la promoción, el fomento, 
el desarrollo y la orientación del deporte, la recrea-
ción, la actividad física y el aprovechamiento del 
tiempo libre.

4.	  Elaborar, de conformidad con la ley orgáni-
ca respectiva y con base en los planes municipales 
y departamentales, el plan sectorial para ser inclui-
do en el Plan Nacional de Desarrollo, que garantice 
el fomento y la práctica del deporte, la recreación, 
el aprovechamiento del tiempo libre y la educación 
física en concordancia con el Plan Nacional de 
Educación, regulado por la Ley 115 de 1994.

5.	  Dirigir, organizar, coordinar y evaluar el 
Sistema Nacional del Deporte para el cumplimiento 
de sus objetivos y orientar el deporte colombiano, 
el Comité Olímpico Colombiano, el Comité Para-
límpico Colombiano, las federaciones deportivas, 
los institutos y ligas departamentales y municipa-
les, entre otros, en el marco de sus competencias, 
para apoyar a los nuevos talentos deportivos de to-
das las regiones del país.

6.	  Diseñar en coordinación con el Ministerio 
de Educación Nacional políticas, estrategias, accio-
nes, planes, programas y proyectos que integren la 
educación formal con las actividades físicas, de-
portivas y recreativas en la educación preescolar, 
básica y media como parte integral de la jornada 
escolar.

7.	  Planificar, promover e impulsar el deporte 
competitivo, los deportes autóctonos, de baja difu-
sión, extremos, alternativos y de alto rendimiento 
y recreativos, en coordinación con las federaciones 
deportivas y otras autoridades competentes, velan-
do porque se desarrolle de acuerdo con los princi-
pios del movimiento olímpico.

8.	  Diseñar y ejecutar en coordinación con el 
Ministerio de Educación Nacional políticas, estra-
tegias, acciones, planes, programas y proyectos que 
promuevan y difundan el conocimiento y la ense-
ñanza del deporte y la recreación, en especial a tra-
vés de la formación por ciclos propedéuticos y de la 
formación impartida por instituciones de educación 
superior, fomentando las escuelas deportivas de alto 
rendimiento para la formación y perfeccionamiento 

de los practicantes y cuidar la práctica deportiva en 
la edad escolar, su continuidad y eficiencia.

9.	  Incentivar y fortalecer la investigación 
científica, difusión y aplicación de las ciencias apli-
cadas al deporte, para el mejoramiento de sus técni-
cas y modernización de los deportes.

10.	  Estimular la práctica deportiva exenta de 
violencia, de exclusión y de toda acción o mani-
festación que pueda alterar por vías extradeportivas 
los resultados de las competencias.

11.	  Fomentar la generación y creación de espa-
cios que faciliten la actividad física, el aprovecha-
miento del tiempo libre, la recreación y el deporte 
en espacios públicos acondicionados, en coordina-
ción con las entidades locales.

12.	  Planificar y programar la construcción de 
instalaciones deportivas con los equipamientos ne-
cesarios para la práctica del deporte en sus modali-
dades de bajo y alto rendimiento.

13.	  Promover que los municipios expidan nor-
mas urbanísticas que incluyan la reserva de espa-
cios suficientes e infraestructuras mínimas para cu-
brir las necesidades sociales y colectivas de carácter 
deportivo y recreativo que faciliten la formulación 
de programas y acciones destinados al desarrollo de 
la actividad física y deportiva de la población.

14.	  Apoyar y promover las manifestaciones del 
deporte y la recreación que generen conciencia, in-
clusión, cohesión social e identidad nacional.

15.	  Compilar, suministrar, difundir la informa-
ción y documentación relativa a la educación físi-
ca, el deporte, la recreación, la actividad física y el 
aprovechamiento del tiempo libre.

16.	  Formular planes y programas que promue-
van el desarrollo de la educación familiar, escolar 
y extraescolar de la niñez y de la juventud a través 
de la correcta utilización del tiempo libre, el depor-
te y la recreación como elementos fundamentales 
para la prevención, disminución de la violencia en 
edades tempranas, así como también para el fortale-
cimiento en su proceso de formación integral tanto 
en lo personal como en lo comunitario.

17.	  Formular y ejecutar programas para la edu-
cación física, deporte y recreación de las personas 
con discapacidades físicas, psíquicas, sensoriales, 
de la tercera edad y de los sectores sociales más 
necesitados o en condiciones de vulnerabilidad.

18.	  Apoyar y fomentar la promoción del depor-
te y la recreación y el aprovechamiento del tiempo 
libre en las comunidades indígenas, campesinas y 
afrodescendientes a nivel local, regional y nacional 
representando sus culturas, en coordinación con las 
autoridades étnicas y comunitarias.

19.	  Dirigir y administrar el Laboratorio Con-
trol al Dopaje, el Centro de Alto Rendimiento en 
Altura del Ministerio del Deporte, el Centro de Ser-
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vicios Biomédicos y los demás que se establezcan 
en desarrollo de su objeto.

20.	  Planear, administrar e invertir los recursos 
provenientes de la comercialización de servicios.

21.	  Fomentar, promover, apoyar y regular la 
asociación deportiva en todas sus manifestaciones, 
la participación del sector privado, asociado o no, 
en las diferentes disciplinas deportivas, recreativas, 
de aprovechamiento del tiempo libre, la actividad 
física y de educación física.

22.	  Establecer criterios de cofinanciación fren-
te a los planes y programas que respondan a las po-
líticas públicas en materia de deporte, la recreación, 
el aprovechamiento del tiempo libre, la educación 
física y la actividad física.

23.	  Definir los términos de cooperación técnica 
y deportiva de carácter internacional, en coordina-
ción con los demás entes estatales.

24.	  Brindar asistencia técnica a los entes depar-
tamentales, distritales y municipales para la formu-
lación de planes deportivos y la ejecución de pro-
yectos relacionados con el deporte, la recreación, 
el aprovechamiento del tiempo libre y la educación 
física.

25.	  Celebrar directamente convenios o contra-
tos con entidades u organismos internacionales o 
nacionales, públicos o privados pertenecientes al 
Sistema Nacional del Deporte, para el desarrollo de 
su objeto, de acuerdo con las normas legales vigen-
tes.

26.	  Cofinanciar a los organismos oficialmente 
reconocidos los gastos operacionales y eventos na-
cionales e internacionales de conformidad con las 
disposiciones vigentes sobre la materia.

27.	  Establecer los criterios generales de cofi-
nanciación de los proyectos de origen regional.

28.	  Diseñar los mecanismos de integración con 
el deporte formativo y comunitario.

29.	  Programar actividades de deporte formati-
vo y comunitario y eventos deportivos en todos los 
niveles de la educación, en asocio con las secreta-
rías de educación de las entidades territoriales.

30.	  Ejercer las funciones de inspección, vigi-
lancia y control sobre los organismos deportivos y 
demás entidades que conforman el Sistema Nacio-
nal del Deporte.

31.	  Fomentar programas de mayor cobertura 
poblacional, en los temas de su competencia, que 
generen impacto en la sociedad.

32.	  Promover la integración de la experiencia, 
condiciones y oportunidades regionales geográficas 
y poblacionales en la definición de políticas y adop-
ción de estrategias, acciones y planes.

33.	  Impulsar y promover las prácticas y los de-
portes alternativos.

34.	  Proponer e impulsar estrategias, planes, 
programas, acciones para identificar talentos del 
deporte que incluyan estímulos a docentes y entre-
nadores de acuerdo con las políticas trazadas por el 
Ministerio del	  Deporte.

35.	  Formular, dirigir, orientar y ejecutar en 
conjunto con el Ministerio de Salud y Protección 
Social políticas públicas, programas y proyectos 
cuya finalidad sea la promoción y la prevención en 
salud a través del desarrollo de la actividad física en 
el marco del plan de intervenciones colectivas.

36.	  Formular, dirigir, orientar y ejecutar en 
conjunto con el Ministerio de Salud y Protección 
Social, Ministerio de Educación Nacional y con el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar políti-
cas públicas, programas y proyectos cuya finalidad 
sea la estimulación temprana en la primera infancia 
en centros de desarrollo infantil, guarderías y es-
tablecimientos educativos de educación preescolar, 
con el fin de lograr en tal grupo poblacional un ade-
cuado desarrollo psicomotriz, cognitivo, emocional 
y social.

37.	  Formular, dirigir, orientar y ejecutar, en 
conjunto con el Ministerio de Salud, políticas pú-
blicas, programas y proyectos cuya finalidad sea la 
prevención en el consumo de sustancias estupefa-
cientes y psicotrópicas, tabaco y alcohol mediante 
el desarrollo de la actividad física.

38.	  Promover de forma efectiva programas 
tendientes a incentivar la medicina preventiva en la 
práctica del deporte y los hábitos de alimentación 
sana y de vida saludable.

39.	  Formular, promover, ejecutar y evaluar po-
líticas públicas para promover los espacios de in-
clusión deportiva, recreativa de personas con algún 
tipo de deficiencia, limitación o restricción.

Artículo 5°. Estructura. La estructura del Minis-
terio del Deporte será la siguiente:

1.	 Despacho del Ministro.
1.1.	  Oficina de Control Interno.
1.2.	  Oficina Asesora de Planeación.
1.3.	  Oficina Asesora Jurídica.
1.4. 	Oficina Asesora de Control Interno Disci-

plinario
2.	  Despacho del Viceministro del Deporte
2.1.	  Dirección de Posicionamiento y Liderazgo 

Deportivo.
2.2.	  Dirección de Fomento y Desarrollo.
2.3.	  Dirección de Recursos y Herramientas del 

Sistema Nacional del Deporte.
2.4.	  Dirección de Inspección, Vigilancia y Con-

trol.
3.	  Secretaría General
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la entrada en vigencia de la presente ley continua-
rán siendo administrados y quedarán a nombre del 
Ministerio del Deporte de acuerdo con las normas y 
procedimientos establecidos por la ley.

Artículo 12. Referencias normativas. A partir 
de la entrada en vigencia de la presente ley, todas 
las referencias y/o disposiciones legales vigentes al 
Departamento Administrativo del Deporte, la Re-
creación, la Actividad Física y el Aprovechamiento 
del Tiempo Libre (Coldeportes) se entenderán he-
chas al Ministerio del Deporte.

De igual forma, las referencias que hagan las 
disposiciones vigentes al Director del Departamen-
to como asistente, integrante o miembro de con-
sejos, comisiones, juntas, mesas u otras instancias 
de deliberación relacionadas con los temas de de-
portes, recreación, actividad física y el aprovecha-
miento del tiempo libre deben entenderse referidas 
al Ministro del Deporte.

Artículo 13. Ejecución presupuestal y de reser-
vas. El Ministerio del Deporte continuará ejecu-
tando en lo pertinente las apropiaciones compro-
metidas por el Departamento Administrativo del 
Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el 
Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) 
con anterioridad a la expedición de la presente ley.

Parágrafo. La transformación de Coldeportes en 
el Ministerio del Deporte no debe generar gastos de 
funcionamiento superiores a los que tenga Colde-
portes en el momento de su transformación.

Artículo 14. Ajustes presupuestales en el Siste-
ma Integral de Información Financiera (SIIF). El 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público realizará 
los ajustes correspondientes para transferir al Mi-
nisterio del Deporte los recursos aprobados en la 
ley de presupuesto a favor del Departamento Ad-
ministrativo del Deporte, la Recreación, la Activi-
dad Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre 
(Coldeportes).

Artículo 15. Certificado de disponibilidad pre-
supuestal. Los certificados de disponibilidad presu-
puestal para proveer el nombramiento del Ministro 
del Deporte serán expedidos por el Ministro de Ha-
cienda y Crédito Público.

Artículo 16. Régimen de transición. El Ministe-
rio del Deporte dispondrá de un (1) año, contado a 
partir de la publicación de la presente ley, para ade-
cuar sus procedimientos y operaciones a la nueva 
naturaleza jurídica y estructura administrativa.

Artículo 17. Modifíquese el artículo 17 de la 
Ley 1444 de 2011, el cual quedará así:

“Artículo 17. Número, denominación, orden y 
precedencia de los Ministerios. El número de mi-
nisterios es dieciocho. La denominación, orden y 
precedencia de los ministerios es la siguiente:

1.	  Ministerio del Interior.

4.	  Órganos de Asesoría y Coordinación
4.1.	  Comité Institucional de Gestión y Desem-

peño.
4.2.	  Comisión de Personal.
Artículo 6°. Domicilio. El Ministerio del Depor-

te tendrá como domicilio la ciudad de Bogotá, D. 
C., y ejercerá sus funciones a nivel nacional.

Artículo 7°. Bienes, derechos y obligaciones. La 
propiedad de los bienes muebles e inmuebles, dere-
chos y obligaciones de los cuales sea titular el De-
partamento Administrativo del Deporte, la Recrea-
ción, la Actividad Física y el Aprovechamiento del 
Tiempo Libre (Coldeportes) quedarán en cabeza del 
Ministerio del Deporte, para lo cual se deberán ade-
lantar los trámites ante las autoridades competentes 
para actualizar los correspondientes registros.

Artículo 8°. Continuidad de la relación. De con-
formidad con el cambio de naturaleza, el Gobierno 
nacional, en ejercicio de sus facultades constitucio-
nales, señaladas en el artículo 189 y en la Ley 489 
de 1998, procederá a adoptar la estructura interna 
del Ministerio y adecuar, de ser necesario, la planta 
de personal a la nueva naturaleza de la entidad.

Los servidores públicos que a la entrada en vi-
gencia de la presente ley se encontraban vinculados 
al Departamento Administrativo del Deporte, la Re-
creación, la Actividad Física y el Aprovechamiento 
del Tiempo Libre (Coldeportes) quedarán automá-
ticamente incorporados en la planta de personal del 
Ministerio del Deporte.

Artículo 9°. Derechos y obligaciones litigiosas. 
El Ministerio del Deporte seguirá con el trámite 
y representación de las acciones constitucionales, 
procesos judiciales, contencioso-administrativos, 
ordinarios, ejecutivos y administrativos en los que 
sea parte el Departamento Administrativo del De-
porte, la Recreación, la Actividad Física y el Apro-
vechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) hasta 
su culminación y archivo y asumirá las obligacio-
nes derivadas de los mismos.

Artículo 10. Contratos y convenios vigentes. Los 
contratos y convenios vigentes suscritos por el De-
partamento Administrativo del Deporte, la Recrea-
ción, la Actividad Física y el Aprovechamiento del 
Tiempo Libre (Coldeportes) continuarán ejecután-
dose por el Ministerio del Deporte, sin que para ello 
sea necesario suscripción de documento adicional 
alguno diferente a la comunicación a los respecti-
vos contratistas. Para todos los efectos contractua-
les, el Ministerio del Deporte asume los derechos 
y obligaciones del Departamento Administrativo 
del Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el 
Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes).

Artículo 11. Archivos. Los archivos de los cuales 
sea titular el Departamento Administrativo del De-
porte, la Recreación, la Actividad Física y el Apro-
vechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) hasta 
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2.	  Ministerio de Relaciones Exteriores.
3.	  Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
4.	  Ministerio de Justicia y del Derecho.
5.	  Ministerio de Defensa Nacional.
6.	  Ministerio de Agricultura y Desarrollo Ru-

ral.
7.	  Ministerio de Salud y Protección Social.
8.	  Ministerio de Trabajo.
9.	  Ministerio de Minas y Energía.
10.	  Ministerio de Comercio, Industria y Turis-

mo.
11.	  Ministerio de Educación Nacional.
12.	  Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sos-

tenible.
13.	  Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territo-

rio.
14.	  Ministerio de Tecnologías de la Informa-

ción y las Comunicaciones.
15.	  Ministerio de Transporte.
16.	  Ministerio de Cultura.
17.	  Ministerio de la Ciencia, Tecnología e In-

novación.
18.	  Ministerio del Deporte.
Artículo 18. Vigencia y derogatorias. La presen-

te ley rige a partir de la fecha de su publicación y 
deroga el Decreto número 4183 de 2011 y las de-
más disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Repú-
blica,

Ernesto Macías Tovar.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República, 
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente (E) de la honorable Cámara de 
Representantes,

Atilano Alonso Giraldo Arboleda.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
 Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 11 de julio de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

La Ministra del Interior,

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

El Director del Departamento Administrativo 
de la Función Pública,

Fernando Antonio Grillo Rubiano.

LEY 1968 DE 2019
(julio 11)

por el cual se prohíbe el uso de asbesto en el territorio nacional y se esta-
blecen garantías de protección a la salud de los colombianos.

El Congreso de la República

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto preservar la vida, la salud y el ambiente de 
los trabajadores y todos los habitantes del territorio 
nacional frente a los riesgos que representa la expo-
sición al asbesto para la salud pública, colectiva e 
individual en cualquiera de sus modalidades o pre-
sentaciones.

Artículo 2°. Prohibición. A partir del primero 
(1°) de enero de 2021 se prohíbe explotar, producir, 
comercializar, importar, distribuir o exportar cual-
quier variedad de asbesto y de los productos con él 
elaborados en el territorio nacional.

Parágrafo. La prohibición dispuesta en el pre-
sente artículo no aplicará ni generará consecuencias 
jurídicas respecto al asbesto instalado antes de la 
fecha establecida.
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Artículo 3°. Política pública para sustitución de 
asbesto instalado. El Gobierno nacional, contará 
con un período de cinco (5) años contados a partir 
de la promulgación de la presente ley, para formu-
lar una política pública de sustitución del asbesto 
instalado.

Parágrafo 1°. Durante este período, el Ministe-
rio del Trabajo,  el de Salud y Protección Social, 
Ambiente y Desarrollo Sostenible y el de Comercio 
Industria y Turismo, establecerán de manera coor-
dinada mediante Reglamentación conjunta, las me-
didas regulatorias necesarias que permitan cumplir 
la presente norma y reducir hasta su eliminación de 
manera segura y sostenible el uso del asbesto en las 
diferentes actividades industriales del país.

Parágrafo 2°. Durante este período, las entida-
des a que hace referencia el parágrafo primero de 
este artículo establecerán las medidas necesarias 
para garantizar la identificación y la reconversión 
productiva de los trabajadores expuestos y relacio-
nados con la cadena de extracción, procesamiento, 
almacenamiento, distribución y comercialización 
del asbesto, así como las medidas de identificación 
y monitoreo sobre la salud de estos trabajadores por 
un período umbral de 20 años.

Parágrafo 3°. En ningún caso la aplicación de lo 
dispuesto en la presente ley deberá (i) obstaculizar 
las relaciones laborales, y/o; (ii) generar el despido 
o terminación del contrato de ninguna persona, en 
razón de la sustitución del asbesto. Estas medidas 
pretenden evitar el impacto desproporcionado de la 
prohibición sobre los trabajadores de las empresas 
que usan asbesto.

Artículo 4°. Títulos para la explotación de as-
besto. A partir de la expedición de esta ley, no po-
drán otorgarse concesiones, licencias o permisos, 
ni prórrogas, para la explotación y exploración del 
asbesto en el territorio nacional.

Parágrafo 1°. Las actividades que cuenten con 
título, contrato, licencia ambiental o con el instru-
mento de control y manejo ambiental equivalente 
para la explotación y exploración de asbesto, de-
berán iniciar la fase de desmantelamiento y aban-
dono cumpliendo la normativa vigente para dicha 
fase, especialmente lo establecido en el artículo 
2.2.2.3.9.2 del Decreto 1076 de 2015, o la norma 
que la modifique, sustituya o adicione, con el fin de 
preservar la vida, la salud y el ambiente de todos 
los habitantes del territorio nacional, a más tardar 
el primero (1°) de enero de 2021.

Parágrafo 2°. Mientras se encuentren vigentes 
los títulos en los términos del parágrafo anterior, el 
Ministerio de Salud y Protección Social, el Minis-
terio de Minas y Energía, el Ministerio de Trabajo y 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
evaluarán anualmente el cumplimiento de las regu-
laciones de orden técnico, de higiene, seguridad y 

laborales sobre la exploración y explotación de as-
besto, a los títulos o permisos vigentes, de confor-
midad con lo dispuesto en el capítulo XII, de la Ley 
685 de 2001. Asimismo, el Ministerio del Trabajo, 
a través de las direcciones territoriales, velará por-
que se dé estricto cumplimiento a la normatividad 
vigente.

Artículo 5°. Plan de adaptación laboral y recon-
versión productiva. El Gobierno nacional en cabeza 
del Ministerio de Trabajo, Agricultura y Desarrollo 
Rural, Minas y Energía, Comercio Industria y Tu-
rismo, Educación, Salud y Protección Social, y el 
Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena); adelanta-
rán un Plan de Adaptación Laboral y reconversión 
productiva que garantice a los trabajadores de las 
minas e industria del asbesto la continuidad del de-
recho al trabajo y el seguimiento a sus condiciones 
de salud por medio de programas de formación, ca-
pacitación y fortalecimiento empresarial en activi-
dades diferentes a la minería de asbesto.

El plan de adaptación laboral y reconversión 
productiva tendrá por objetivos:

1.	  Identificar a los trabajadores afectados por 
la exposición al asbesto.

2.	  Generar los estudios epidemiológicos ne-
cesarios para la observancia a la salud de estos tra-
bajadores.

3.	  Dictar medidas que garanticen la reubica-
ción de un trabajo, un nuevo empleo o la partici-
pación en las actividades económicas propias de la 
reconversión productiva, que no genere las afecta-
ciones a la salud que produce el contacto con el as-
besto.

4.	  Establecer los programas o proyectos de 
reconversión a que haya lugar, que involucren las 
dimensiones ambiental y productiva.

5.	  Implementar un programa especial para el 
municipio de Campamento, Antioquia, con el fin de 
que todos los trabajadores de la mina tengan una 
adecuada adaptación laboral y económica.

Artículo 6°. Comisión Nacional para la Sustitu-
ción del Asbesto. Créase la Comisión Nacional para 
la Sustitución del Asbesto, que estará conformada 
per los siguientes integrantes: dos delegados del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
dos delegados del Ministerio de Salud y Protección 
Social, dos delegados del Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo, dos delegados del Ministerio 
de Minas y Energía, dos delegados del Ministerio 
del Trabajo, que serán designados por el Ministro 
de la Rama correspondiente, un delegado de Col-
ciencias postulado por el Director General, un Vee-
dor Ciudadano y un integrante de Universidades 
que represente a la academia, elegido por convoca-
toria pública. Los Ministerios desarrollarán las fun-
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ciones encomendadas a la Comisión, en el ámbito 
de su competencia funcional.

La Comisión tendrá a su cargo las siguientes 
funciones, sin perjuicio de las que establezca poste-
riormente el Gobierno nacional:

1.	  Supervisar el efectivo cumplimiento de la 
sustitución del asbesto en todas sus formas, a lo lar-
go de todo el territorio nacional, en el plazo estable-
cido en esta ley.

2.	  El seguimiento de las medidas aquí esta-
blecidas con el objetivo de sustituir el asbesto en el 
período de transición señalado en esta ley.

3.	  Expedir el Programa Nacional de Elimina-
ción de Enfermedades Relacionadas con el Asbesto 
(PNEERA), con referencia al expedido por la Or-
ganización Mundial de la Salud y la Organización 
Internacional del Trabajo.

4.	  Elaborar el plan de adaptación laboral y re-
conversión productiva de que habla el artículo 5° 
de la presente ley.

Artículo 7°. Sanciones. A partir del primero (1°) 
de enero de 2021, será sancionado todo aquel, per-
sona natural o jurídica, que continúe con la explo-
tación, producción, comercialización, importación, 
distribución y/o exportación de cualquier variedad 
de asbesto y de los productos con este elaborados, 
se le impondrá una sanción económica que oscilará 
entre los cien (100) y los cinco mil (5.000) SML-
MV, sin perjuicio de las acciones penales y disci-
plinarias que hubiere lugar por los mismos hechos.

Parágrafo 1°. El procedimiento para imponer 
dicha sanción será adelantado por la Superinten-
dencia de Industria y Comercio en los asuntos de 
su competencia, y por las demás entidades de ins-
pección, vigilancia y control, entre otras, el Minis-
terio de Salud y Protección Social, el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), en 
aplicación de las normas sancionatorias especiales 
aplicables por cada entidad según la naturaleza de 
los hechos objeto de sanción o, en su defecto, de 
acuerdo a lo establecido en el Código de Procedi-
miento Administrativo y de lo Contencioso Admi-
nistrativo.

Parágrafo 2°. Como parte integral del segui-
miento a las disposiciones establecidas en la pre-
sente ley, la Autoridad Ambiental competente, 
deberá realizar un estudio y seguimiento de la ca-
lidad del aire, el cual deberá medir y monitorear la 
concentración de fibras de asbesto en las plantas y 
áreas de explotación como en los territorios donde 
exista mayor infraestructura con este material y dar 
cuenta de los procesos sancionatorios por incumpli-
miento al que haya lugar.

Artículo 8°. De la Comisión Nacional de Salud 
Ocupacional del Asbesto, Crisolito y otras Fibras. 
A partir del primero (1°) de enero de 2021 la Comi-
sión Nacional de Salud Ocupacional del Asbesto, 
Crisolito y otras Fibras, cesará sus funciones.

Artículo 9°. Monitoreo e investigación científi-
ca. Corresponderá al Ministerio de Salud y Protec-
ción Social a través del Instituto Nacional de Salud, 
en acopio con Colciencias, instituciones científicas 
públicas o privadas, nacionales o internacionales, 
realizar el monitoreo e investigaciones científicas 
constante relacionadas con el objeto de la presente 
ley.

Parágrafo. El Gobierno nacional, por medio del 
Ministerio de Salud y Protección Social y el Minis-
terio de Ciencia y Tecnología e Innovación, infor-
mará a las Comisiones Séptimas Constitucionales 
Permanentes de Senado y Cámara de Represen-
tantes al comienzo de cada legislatura, durante un 
término de cinco (5) años, sobre el avance de las 
investigaciones y estudios que se encuentren reali-
zando en los casos relacionados con el objeto de la 
presente ley, los cuales tendrán un énfasis especial 
en el tratamiento de enfermedades generadas por 
el asbesto y en el desarrollo de industrias y nuevos 
materiales sustituidos para fortalecer la producción 
nacional.

Artículo 10. Informe de gestión. El Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, Ministerio 
de Salud y Protección Social, Ministerio de Co-
mercio, Industria y Turismo, Ministerio de Minas y 
Energía, Ministerio del Trabajo, en el marco de sus 
competencias presentarán un informe al comien-
zo de cada legislatura a las Comisiones Séptimas 
Constitucionales Permanentes de Senado y Cámara 
de Representantes sobre los avances obtenidos en 
materia de la presente ley.

Artículo 11. Deber de reglamentación. Como 
consecuencia de las actividades de investigación o 
monitoreo y la existencia de material científico ava-
lado por las autoridades internacionales en materia 
de salud, el Gobierno nacional, a través del Minis-
terio de Salud y Protección Social, deberá adoptar 
las decisiones tendientes a limitar, reducir y elimi-
nar el uso, comercialización y/o toda forma de dis-
tribución de una sustancia o materia prima que re-
presentan nocividad para la salud pública colectiva.

Parágrafo. El Ministerio de Salud y Protección 
Social, Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sos-
tenible y el Ministerio de Trabajo, deberán desa-
rrollar campañas de divulgación y promoción del 
manejo adecuado del asbesto instalado y su trata-
miento como desecho peligroso de conformidad 
con el Decreto 4741 de 2005.

Artículo 12. Ruta de atención integral para per-
sonas expuestas al asbesto. Créase la ruta integral 
para la atención integral para personas expuestas 
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al asbesto, mediante la cual se deberá suministrar 
información y orientación acerca de los derechos, 
medidas y recursos con los que cuenta, y de aten-
ción en salud, incluyendo los exámenes médico le-
gales y especializados orientados al diagnóstico y 
tratamiento.

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional reglamenta-
rá en un plazo máximo de seis (6) meses posteriores 
a la expedición de la presente ley, la puesta en mar-
cha de la ruta integral y su funcionamiento en los 
distintos entes territoriales.

Parágrafo 2°. Las Aseguradoras de Riesgos La-
borales (ARL) y las Entidades Promotoras de Salud 
(EPS), a las que se encuentren afiliados los traba-
jadores expuestos, incluirá los exámenes médicos 
legales, y dará aplicación a lo dispuesto en el pre-
sente artículo para estos trabajadores.

Artículo 13. Vigencia y derogatorias. La presen-
te ley rige a partir de la fecha de su publicación y 
deroga todas las normas que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Repú-
blica,

Ernesto Macías Tovar.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente (e) de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

Atilano Alonso Giraldo Arboleda.

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

 Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de julio de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

El Ministro de Salud y Protección Social,

Juan Pablo Uribe Restrepo.

La Ministra de Trabajo,

Alicia Arango Olmos.

La Ministra de Minas y Energía,

María Fernanda Suárez Londoño.

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

José Manuel Restrepo Abondano.

El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble,

Ricardo José Lozano Picón.

LEY 1969 DE 2019
(julio 11)

por medio de la cual se crea el Fondo de Estabilización de Precios del 
Café.

El Congreso de la República

DECRETA:

Artículo 1°. Fondo de Estabilización de Precios 
del Café. Créase el Fondo de Estabilización de 
Precios del Café, el cual operará conforme a los 
términos que se establecen en la presente ley, y en 
la Ley 101 de 1993, en lo expresamente señalado.

Artículo 2°. Objeto. El Fondo de Estabilización 
de Precios del Café tendrá por objeto adoptar me-
canismos necesarios para contribuir a estabilizar el 
ingreso de los productores de café colombiano, en 
el marco de la presente ley.

Artículo 3°. Naturaleza Jurídica. El Fondo de 
Estabilización de Precios del Café funcionará como 
una cuenta especial, sin personería jurídica, admi-
nistrada por la Federación Nacional de Cafeteros.



Página 42	 Lunes, 9 de septiembre de 2019	 Gaceta del Congreso  835

Artículo 4°. Administración. El Fondo de Es-
tabilización de Precios del Café será administrado 
por la Federación Nacional de Cafeteros, a través 
de un contrato específico suscrito con el Gobier-
no nacional, en el cual se señalarán los términos y 
condiciones bajo las cuales se administrará dicho 
Fondo.

Parágrafo 1°. Dentro de los términos del contra-
to que suscriba el Gobierno nacional con la Federa-
ción Nacional de Cafeteros para la administración 
de este Fondo, se definirán las responsabilidades de 
las partes para atender lo relacionado con la estruc-
turación, auditoría, e implementación de los meca-
nismos de estabilización. Igualmente se definirán 
los costos y gastos imputables a este Fondo y las 
fuentes con que se cubrirán los mismos.

Parágrafo 2°. La Federación Nacional de Cafe-
teros manejará los recursos que conforman el Fon-
do de Estabilización de Precios del Café de manera 
independiente de sus propios recursos y de los del 
Fondo Nacional del Café, para lo cual deberá llevar 
una contabilidad y estructura presupuestal inde-
pendiente, de forma que en cualquier momento se 
pueda establecer su estado y el movimiento de los 
recursos provenientes de cada una de sus fuentes.

Artículo 5°. Comité Directivo. El órgano directi-
vo del Fondo de Estabilización de Precios del Café 
será el Comité Nacional de Cafeteros, de conformi-
dad con el artículo 14 de los estatutos de la Federa-
ción Nacional de Cafeteros.

Artículo 6°. Competencias del Comité Directi-
vo. El Comité Nacional de Cafeteros como órgano 
de dirección del Fondo de Estabilización de Precios 
del Café, cumplirá las siguientes funciones:

1.  Determinar las políticas y lineamientos para 
el manejo del Fondo de Estabilización de Precios 
del Café.

2. Expedir el reglamento operativo de este Fon-
do y de los mecanismos que se adopten para su ope-
ración.

3. Determinar los parámetros de precios y pro-
cedimientos a partir de los cuales se activarán los 
respectivos mecanismos de estabilización.

4. Evaluar y establecer una política de gestión 
del riesgo financiero de precios y demás variables 
que determinan el precio interno del café.

5. Evaluar las actividades realizadas y el funcio-
namiento por el Fondo de Estabilización de Precios 
del Café para formular las recomendaciones a que 
hubiere lugar.

6. Regular la manera en que se deben soportar 
las ventas del café suscritas para estabilización y el 
pago de las compensaciones a que haya lugar.

7. Determinar la metodología de cálculo de los 
mecanismos y precios objeto de estabilización, es-
tablecidos en la presente ley.

8.  Designar una Secretaría Técnica.

9.  Las demás funciones que señale el reglamen-
to de la presente ley.

Parágrafo 1°. Las decisiones que adopte el Co-
mité Directivo del Fondo deberán contar con el 
voto expreso y favorable del Ministro de Hacien-
da y Crédito Público y el Ministro de Agricultura y 
Desarrollo Rural.

Parágrafo 2°. La Secretaría Técnica del Fondo 
de Estabilización de Precios del Café será designa-
da e integrada conforme lo dispone el artículo 44 de 
la Ley 101 de 1993.

Artículo 7°. Producto sujeto de estabilización. 
Para los efectos de la presente ley, el producto agrí-
cola objeto de estabilización será el café de calidad 
Arábiga suave colombiano.

Artículo 8°. Beneficiarios. Serán beneficiarios 
de los mecanismos de estabilización de precios es-
tablecidos en el marco de la presente ley los pro-
ductores de café debidamente registrados en el 
Sistema de Información Cafetero (SICA). Las tran-
sacciones de café entre comercializadores o inter-
mediarios no serán objeto de ningún mecanismo de 
estabilización por parte del Fondo de Estabilización 
de Precios del Café.

Artículo 9°. Precios objeto de estabilización. 
Los precios objeto de estabilización a través de los 
mecanismos que se adopten serán los precios inter-
nos del café producido en Colombia denominados 
en pesos colombianos, publicado por la Federación 
Nacional de Cafeteros de Colombia.

Parágrafo. En todo caso y sin perjuicio del me-
canismo de estabilización adoptado, este último de-
berá garantizar los costos mínimos de producción 
de café colombiano, estimado por la Federación 
Nacional de Cafeteros de Colombia.

Artículo 10. Cantidad de producto que podrá ser 
objeto de los mecanismos de estabilización. Cada 
productor de café de Colombia podrá ser beneficia-
rio de los mecanismos de estabilización hasta por 
un setenta por ciento (70%) de su capacidad pro-
ductiva, de acuerdo con la información que reporte 
la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia.

Artículo 11. Mecanismos de estabilización. El 
Fondo de Estabilización de Precios del Café podrá 
aplicar mecanismos de cesión de estabilización y 
compensación de estabilización de precios, tenien-
do en cuenta lo establecido en el artículo 40 de la 
Ley 101 de 1993; u opciones financieras en busca 
de un ingreso adicional al de mercado cuando el 
promedio del precio internacional del café haya to-
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mado valores extremadamente bajos. El Fondo de 
Estabilización de Precios del Café, en cumplimien-
to de su objeto podrá financiar otro tipo de meca-
nismos que contribuyan a estabilizar el ingreso de 
los productores de café, previa aprobación por parte 
del Comité Directivo del Fondo de Estabilización 
de Precios del Café, órgano que fijará los criterios y 
procedimientos que correspondan.

Parágrafo 1°. El porcentaje de la cesión de esta-
bilización que establezca el Comité Directivo del 
Fondo de Estabilización de Precios del Café se en-
tenderá como un ahorro de los productores.

Parágrafo 2°. Los mecanismos de estabiliza-
ción establecidos en el presente artículo, operarán 
cuando el precio del café de calidad Arábiga sua-
ve colombiano producido en Colombia conforme 
al artículo 9° de la presente ley, esté por debajo de 
los costos de producción establecidos técnicamente 
por la Secretaría Técnica del Fondo de Estabiliza-
ción de Precios del Café.

Artículo 12. Garantía de Funcionamiento del 
Fondo. Para garantizar la sostenibilidad en el lar-
go plazo, el Fondo de Estabilización de Precios del 
Café podrá celebrar las operaciones de cobertura 
que, de acuerdo con las disposiciones vigentes o 
con una política de gestión del riesgo financiero, 
garanticen su viabilidad financiera en el mediano y 
largo plazo, la cual será establecida por el Comité 
Directivo del Fondo. Las decisiones de cobertura 
se evaluarán de forma integral, en el contexto de 
la iniciativa implementada y siguiendo los linea-
mientos de una política de riesgo financiero. De-
pendiendo de las condiciones de mercado, podrán 
existir resultados de operaciones de cobertura con 
valor cero o negativo de acuerdo a la naturaleza del 
instrumento financiero utilizado.

Artículo 13. Fuentes de financiación. Los recur-
sos del Fondo de Estabilización de Precios del Café 
provendrán de las siguientes fuentes:

1.	  El Presupuesto General de la Nación.

2.	  Los recursos que aporten las entidades pú-
blicas o personas naturales o jurídicas de derecho 
privado, de acuerdo con los convenios que se cele-
bren al respecto.

3.	  Los recursos destinados a la Reserva para 
Estabilización, de acuerdo con el artículo 45 de la 
Ley 101 de 1993.

4.	  Los aportes, ahorros o contribuciones que 
realicen directamente los caficultores al capital del 
Fondo de Estabilización de Precios del Café.

5.	  El Fondo Nacional del Café.

6.	  Los rendimientos de las inversiones tem-
porales que se efectúen con los recursos del Fondo 
de Estabilización de Precios del Café en títulos de 

deuda emitidos, aceptados, avalados o garantizados 
en cualquier otra forma por la nación, o en valores 
de alta rentabilidad, seguridad y liquidez expedidos 
por el Banco de la República y otros establecimien-
tos financieros.

7.	  Las donaciones o aportes de organizacio-
nes internacionales o nacionales.

8.	  Los aportes provenientes del Sistema Ge-
neral de Regalías.

9.	  De la contribución cafetera a cargo de los 
productores de café destinada al Fondo Nacional 
del Café, medio centavo de dólar por libra (USD 
0,005) de café que se exporte, sin afectar la garantía 
de compra.

Parágrafo 1°. Los recursos de carácter público 
aportados como fuente a este Fondo se destinarán 
exclusivamente para cubrir los costos de los me-
canismos de estabilización de precios que se esta-
blezcan en el marco de la presente ley, incluidos los 
de administración y funcionamiento del Fondo, de 
acuerdo con los criterios que para tal fin defina el 
Comité Directivo del Fondo de Estabilización de 
Precios del Café.

Parágrafo 2°. Los aportes que se efectúen de 
conformidad con el numeral 5 del presente artículo, 
provendrán de la Transferencia Cafetera enmarcada 
en la Ley 863 de 2003, cuyo monto y la vigencia del 
mismo, será previamente acordado entre el Minis-
terio de Hacienda y Crédito Público y la Federación 
Nacional de Cafeteros de Colombia en su calidad 
de administradora del Fondo Nacional del Café.

Artículo 14. El Gobierno nacional reglamentará 
lo referente a:

1.	  Los mecanismos de entrega de los subsi-
dios al productor.

2.	  El rol del administrador del Fondo de Esta-
bilización de Precios del Café como certificador de 
la producción y del productor.

3.	  Las obligaciones correspondientes al pro-
ductor en caso tal de tratarse de comercialización al 
interior del país o de exportaciones.

Artículo 15. Vigencia y derogatorias. La presen-
te ley rige a partir de la fecha de su promulgación 
y deroga todas las disposiciones que le sean con-
trarias.

El Presidente del honorable Senado de la Repú-
blica,

Ernesto Macías Tovar.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,
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Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente (e) de la honorable Cámara de 
Representantes,

Atilano Alonso Giraldo Arboleda.

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

 Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de julio de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Alberto Carrasquilla Barrera.

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Andrés Rafael Valencia Pinzón.
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